BOLETÍN 1432-05 b).



SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, en lo relativo al régimen legal de las concesiones de obras públicas, y las normas tributarias que le son aplicables.

_________________________________



HONORABLE SENADO:



			Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros, en el trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.



			Se deja constancia que en sesión celebrada el día 15 de Noviembre de 1995, se hizo presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa legal, en todos sus trámites, calificada de "simple".



			A algunas de las sesiones en que se consideró este proyecto concurrió, además de los miembros titulares de la Comisión, el H. Senador señor Diez.



			Concurrieron también, especialmente invitados a las sesiones en que la Comisión discutió las indicaciones formuladas a esta iniciativa de ley, el señor Asesor Jurídico del Ministerio de Obras Públicas, don Juan Enrique Miquel; el señor Asesor Financiero del Ministerio de Obras Públicas, don Sergio Merino; el señor Jefe Departamento Legal de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, don Claudio Flores; el señor Asesor en materia de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, don Alexandro Acevedo; el señor Asesor del Ministerio de Hacienda, don Claudio Juarez; el señor Presidente de la Comisión de Concesiones de la Cámara Chilena de la Construcción, don Víctor Manuel Jarpa, y el señor Asesor Jurídico, don Pedro García.





- - - - - - 

			Dejamos constancia para los efectos de lo dispuesto en los artículos 63 de la Constitución Política del Estado, 30 de la ley Nº 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, 121 y 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente:



		1.- Artículos del proyecto contenidos en este informe que deben ser votados con quórum de ley orgánica constitucional: Los incisos quinto y sexto del artículo 35, contenidos en el numeral 9, y el artículo 41, e inciso final del artículo 42, contemplados en el numeral 13, todos del ARTÍCULO 1º del proyecto.



		2.- Artículos del proyecto contenidos en el primer informe que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y que se darían por aprobados:  En el Artículo 1º del proyecto, sus números 5 (artículo 20); 13 (sólo respecto de sus artículos 40 y 41); y los Artículos 2º, 3º, 5º, 1º transitorio y 2º transitorio.



		3.- Artículos modificados como consecuencia de indicaciones aprobadas: Artículos 2º, 7º, 9º, 19, 21, 25, 27, 35, 36, 37, 38, 39 y 41 bis del ARTICULO 1º del proyecto, y el Artículo 3º Transitorio. 





		4.-  Artículos que han sido objeto de indicaciones rechazadas: En el Artículo 1º sus números 1 (artículo 2º); 2 (artículo 7º); número nuevo (artículo 10 de la ley vigente); 6 (artículo 21);





		5.- Indicaciones aprobadas: las signadas con los Nºs. 8; 11; 17 y 32.





		6.- Indicaciones aprobadas con modificaciones:  las signadas con los Nºs. 3; 4; 6; 7; 9; 12; 14; 16; 19; 20; 21; 22; 23; 24; 25; 27; 28 y 35.



		7.- Indicaciones rechazadas: las signadas con los Nºs. 1; 2; 5; 13; 15; 18 y 26.



		8.- Indicaciones retiradas:  10; 33 y 34.



		9.- Indicaciones fusionadas: 29, 30, 31 y 31 bis.



		10.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.



- - - - - - - 



			En el presente informe nos referiremos solamente a los artículos que fueron objeto de indicaciones o de modificaciones y, en la medida de lo posible, se seguirá el mismo orden que se dio en el Boletín Nº 1432-05 (I).





			Se efectúa a continuación, una breve relación de las 35 indicaciones presentadas al texto aprobado en general por la Corporación, explicando las disposiciones en que inciden, así como de los acuerdos adoptados sobre las mismas.





ARTICULO 1º



Nº1

(Artículo 2º)





			Mediante este número se introducen tres modificaciones al artículo 2º del D.F.L. Nº 164, de 1991.



			La primera de ellas, correspondiente a la letra a), tiene por objeto agregar como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



			"Sólo a solicitud expresa del postulante, formulada al presentar una idea de iniciativa privada y únicamente en proyectos de gran envergadura o complejidad técnica o con una muy alta inversión inicial, el Ministerio podrá ampliar, hasta por dos años en total, el plazo para el desarrollo de los estudios de esa proposición, contado desde la primera presentación. En estos casos, el Ministerio quedará expresamente facultado para fijar subetapas en la entrega de esos estudios, al término de las cuales podrá rechazar la idea propuesta o definir nuevos estudios.".



			Tal modificación tiene por objeto establecer la posibilidad de ampliar el plazo para el desarrollo de los estudios de proyectos de iniciativa privada de gran envergadura, complejidad técnica o inversión inicial, hasta por dos años en total, a solicitud expresa del postulante formulada al presentar su iniciativa.





			La letra b) de este número adecua el artículo a la modificación anterior, determinando que los actuales incisos tercero y cuarto pasan a ser cuarto y quinto, respectivamente, sin enmiendas.



			Mediante la letra c) se modifica el inciso quinto, que pasa a ser sexto.



			Dicho inciso determina que el postulante que ha dado origen a la licitación tendrá derecho a un premio en la evaluación de la oferta que formule con ocasión de la licitación de la concesión, cuya consideración será especificada en el Reglamento y en las Bases, y que el Ministerio podrá ofrecer al postulante, el reembolso de todo o parte de los costos de los estudios que debió realizar para su proposición.

			Continúa señalando que tal reembolso podrá ser hecho directamente por el Ministerio de Obras Públicas si el proyecto presentado no se licita, o se licita por un sistema distinto del de concesión.



			Agrega que si se licitare por concesión dicho reembolso será de cargo del adjudicatario de la concesión, en la forma, modo y plazo que se establezca en las Bases de la Licitación, para lo cual el Ministerio entregará al postulante un certificado en el que se individualizará al adjudicatario y se liquidará el monto de reembolso, el que tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales, para finalizar estableciendo que en caso que el postulante se adjudique la concesión, la forma, modo y plazos a que se sujetará el reembolso serán establecidos por el Ministerio en el respectivo contrato de concesión.



			La modificación introducida por la letra c) tiene por objeto establecer que el reembolso podrá ser hecho directamente por el Ministerio de Obras Públicas no sólo cuando el proyecto presentado no se licita, o se licita por un sistema distinto del de concesión, sino que también cuando la licitación convocada no se perfecciona por falta de adjudicación o por cualquier otra causa, en uno o dos llamados.



			A este artículo se formularon tres indicaciones signadas con los Nºs. 1, 2 y 3.





Indicaciones Nºs. 1 y 2



			La indicación Nº 1, del H. Senador señor Diez, y la indicación Nº 2 de los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tienen por objeto suprimir las letras a) y b), las que se analizaron conjuntamente.



			Durante el estudio de estas indicaciones vuestra Comisión tuvo presente la opinión manifestada por la Cámara Chilena de la Construcción, en el sentido de estimar adecuada la ampliación del plazo de un año que contempla la ley actual para el estudio de este tipo de iniciativas, ampliación de plazo introducida en el primer informe, por haber constatado que los estudios de proyectos de gran envergadura, complejidad técnica o gran inversión inicial, demandan un plazo superior al hasta ahora considerado en la ley.



			Pese a lo anterior, sugirieron entregar al Reglamento respectivo la posibilidad de establecer plazos diferenciados para distintas categorías de obras, considerando montos globales, inversión inicial u otros parámetros, a fin de establecer tres tramos distintos para el desarrollo de los estudios de la respectiva proposición.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que la norma propuesta en el primer informe no permitiría establecer plazos menores al nuevo plazo máximo, porque la ley no faculta al Ministerio para así hacerlo.



			Sin embargo, se consideró que la ampliación del plazo "hasta por dos años" constituye un avance del proyecto, y que todos los interesados estimaron necesario ampliar el plazo de un año para casos especiales.  Se agregó que todas las grandes inversiones no se deciden de una sola vez porque son muy extensos los estudios necesarios, siendo necesarias sucesivas aproximaciones, ya que en los casos de estudios complejos, que pueden demandar una inversión de 3 millones de dólares en 6 meses, lo que actualmente ocurre es que los interesados realizan los estudios preliminares, retiran la idea y la vuelven a presentar, de acuerdo a los avances de los estudios principales.



			Se expresó que la norma aprobada en primer informe elimina tal anomalía, ya que la norma es clara en cuanto permite ampliar "hasta por dos años" el plazo, lo que permitiría una ampliación menor a la máxima posible. 



			Además, se estimó que la norma da todas las garantías necesarias al proponente, porque él tiene la facultad de solicitar la ampliación del plazo en su primera presentación. 



			Respecto a la posibilidad de establecer tramos o plazos diferenciados en el Reglamento, se manifestó que como la ampliación de plazo se ha establecido para casos especiales, sería muy difícil dictar normas reglamentarias para dichos casos especiales que consideren todas las particularidades posibles de cada proyecto, pues las obras son de tal diversidad que tratar de encasillarlas, amen de ser engorroso y complejo, puede acarrear nuevas dificultades, estimándose más apropiado que el proponente señale el plazo que requiere, lo que permite la norma aprobada en primer informe, a fin de evitar desincentivar la presentación de iniciativas privadas medianas o pequeñas, en que los plazos largos desmotivan y pueden hacer imposible la realización de algunos de ellos.



			Sometidas a votación las indicaciones Nºs. 1 y 2, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.





Indicación Nº 3



			De S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto suprimir, en la letra a), inciso tercero propuesto, la palabra "primera".



			Como se indicó anteriormente, mediante la letra a) de este número se agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo 2º, que autoriza para que a solicitud expresa del postulante, formulada al presentar una idea de iniciativa privada y únicamente en proyectos de gran envergadura o complejidad técnica o con una muy alta inversión inicial, el Ministerio amplíe, hasta por dos años en total, el plazo para el desarrollo de los estudios de esa proposición, contado desde la primera presentación, agregando que en tales casos el Ministerio podrá fijar subetapas en la entrega de tales estudios, vencidas los cuales podrá rechazar la idea propuesta o definir nuevos estudios.



			Según manifestaron los representantes del Ejecutivo, la indicación propone eliminar la voz "presentación", en atención a que la misma se encuentra definida en el Reglamento, como el formulario con que se inicia el trámite, por lo que se ha estimado necesario eliminarla de esta norma a fin de evitar errores de interpretación.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que la expresión "primera presentación" empleada en el inciso nuevo propuesto en el primer informe, busca precisar desde cuándo se cuenta el plazo de que se trata, y que su eliminación importaría una indefinición de los plazos, ya que cada nueva actuación del proponente podría considerarse una "presentación" desde la cual contar el plazo, produciéndose prórrogas sucesivas y sin límite, lo que resulta contrario al espíritu de la Comisión de ampliar acotadamente el plazo, para los casos especiales de que trata la norma.



			Se recordó que ante la redacción de la norma actual ha surgido un resquicio para burlar el plazo máximo, consistente en que los proponentes retiran su idea antes de vencer el plazo y la vuelven a presentar, con variaciones, generándose nuevamente una primera presentación, desde la cual contar los plazos. 



			Se argumentó que, en un primer análisis, pareciera apropiada la indicación del Ejecutivo, ya que al referirse la norma a "primera presentación" emplea una expresión que podría ser equívoca, y que sería posible confundir con una primera actuación cualquiera como, por ejemplo, que la empresa interesada acredite ante el Ministerio la personería de su representante.



			Se agregó que el sentido de la norma es que los plazos corran desde el momento en que se hace la primera presentación formal y que, considerando que la misma puede tener inconvenientes y deba ser rectificada o completada, la Comisión agregó la expresión "primera presentación" a fin de evitar que tal rectificación o agregación sirva para iniciar nuevamente el cómputo de los plazos, estimándose necesario modificar el artículo a fin de establecer de la forma más clara posible, que no admita resquicios, que tal ampliación es una excepción, lo que no se ha superado con la fórmula "primera presentación".  A mayor abundamiento, se manifestó la dificultad de precisar qué define, caracteriza y distingue el ser una primera presentación de el no serlo, señalándose, a vía ejemplar, la dificultad de determinar si se trata de una primera presentación la que se efectúa respecto de una idea que fue retirada, cuando participan en ella algunas de las mismas personas o empresas relacionadas a la presentación anterior.



			Se indicó que las agregaciones o correcciones no constituyen una nueva presentación sino que una aclaración a una presentación existente, y que el problema surge cuando antes de vencer el plazo la idea se retira y presenta nuevamente, sea modificando la idea original, o modificándose las personas que la presentan pues, en tal caso, si hay cambio del objeto o de los sujetos se trata de una presentación distinta a la anterior.



			Se expresó que en el proceso de concesiones el sector privado compite y que si una empresa, por la vía de sucesivas presentaciones prorroga indefinidamente los plazos, haciendo imposible la competencia, el Ministerio puede rechazar la prorroga solicitada.



			Se manifestó acuerdo, y se dejó constancia para la historia del establecimiento de la ley, en que el sentido que la norma del inciso nuevo, propuesto en el primer informe, tiene por objeto evitar que mediante el resquicio de nuevas presentaciones se dilate indefinidamente la presentación de una propuesta concreta, evitando que la idea planteada sea sometida a licitación, señalándose que la prorroga es una norma de excepción que permite ampliar el plazo hasta por dos años en total, plazo que no es renovable mediante nuevas y sucesivas presentaciones.



			Asimismo, se dejó constancia que el propósito de la Comisión es evitar que mediante el retiro y nuevas presentaciones sea posible ampliar el plazo máximo que contempla la norma, que es de dos años para los casos calificados que contempla, y que tampoco es posible, por la vía de los cambios de los sujetos o de los cambios de las presentaciones, mantener indefinidamente estancado el proceso de licitación de una idea de iniciativa privada.



			En consecuencia, a fin de precisar el sentido de la norma y de acuerdo a los propósitos consignados en las anteriores constancias, vuestra Comisión acordó modificar la indicación Nº 3, con el objeto de sustituir, en el inciso nuevo propuesto en la letra a) de este número, la expresión "primera presentación" por "presentación original".



			Sometida a votación la indicación modificada en la forma antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin.













Nº2

(Artículo 7º)

Inciso primero



			El inciso propuesto en el primer informe dispone que la licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, de acuerdo a las características propias de las obras, atendido uno o más de los siguientes factores, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación:



		a) estructura tarifaria,



		b) plazo de concesión,



		c) subsidio del Estado al oferente,



		d) pagos ofrecidos por el oferente al Estado, en el caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión,



		e) ingresos garantizados por el Estado,



		f) grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor,



		g) fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión,



		h) puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación,



		i) oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario o de reducción del plazo de la concesión cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido, 

		j) calificación de otros servicios adicionales útiles y necesarios, y



		k) consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, u otras, evaluadas por expertos y habida consideración de su costo con relación al valor total del proyecto.



			A este inciso se formularon tres indicaciones signadas con los Nºs. 4, 5, y 6.





Indicación Nº 4



			De la H. Senadora señora Feliú, tiene por objeto suprimir las letras i) y k).



			Vuestra Comisión analizó separadamente la proposición de suprimir la letra i) y la letra k), que contiene esta indicación, tratando la segunda de ellas en conjunto con la indicación Nº 6, que recae sobre la misma letra k).



			Según manifestó su autora, propone la supresión de la letra i) en atención a que la norma que contiene no es acorde con el sistema general de la ley, pues el sistema de concesiones está concebido sobre la base de la actividad de la iniciativa privada, que estudia y evalúa tanto los riesgos de la inversión que realizará como de su probable rentabilidad, por lo que resulta improcedente establecer limitaciones al monto de las inversión o de sus futuras rentabilidades.



			Los representantes del Ejecutivo manifestaron que tal factor se encuentra en la ley vigente, y que resulta una contrapartida al factor "ingresos garantizados por el Estado", contemplado en la letra e).



			Agregaron que hay dos modelos posibles. Uno es traspasar al sector privado un riesgo absoluto, en que no se garantiza un ingreso mínimo ni se cobra por concepto alguno y, como contrapartida, no hay rentabilidad máxima, señalando que la experiencia internacional ha demostrado que tal sistema pocas veces resulta factible, expresando que la idea es dar un cierto apoyo al sector, una cierta garantía estatal, porque es muy difícil y cuesta que los financistas realicen grandes inversiones y presten al concesionario cuando la rentabilidad es muy riesgosa, por lo que se ha estimado adecuado establecer un riesgo acotado.



			Expresaron que en todas las concesiones, una de las discusiones de los períodos previos a la licitación es determinar cuáles serán los ingresos mínimos garantizados, cuál es el nivel de soporte que va a tener la concesión, y que no resulta concebible que al sector privado se le acote el riesgo de pérdida, o se le garantice un ingreso mínimo y, al mismo tiempo, se le permita alcanzar una rentabilidad ilimitada propia de quien también asume ilimitadamente los riesgos.



			Manifestaron que se busca establecer una situación de simetría entre las partes, evitando al mismo tiempo que los ingresos puedan bajar abruptamente más allá de lo previsible, agregando que tal equilibrio se puede alcanzar de diversas formas, como estableciendo previamente un sistema de reducción de tarifas al usuario, reducción del plazo de concesión o pagos extraordinarios al Estado al sobrepasarse rentabilidades predeterminadas, proceso que se ha dado en llamar compartir rentabilidades extraordinarias.



			En el seno de vuestra Comisión se estimó válido el suprimir la letra i) si la misma no quedara unida a la letra e) en que el Estado garantiza ingresos al concesionario, por estimar que la letra i), que considera como factor de licitación la oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario o de reducción de plazo de la concesión es la contrapartida a tal garantía de ingresos.



			En tal sentido, se propuso considerar conjuntamente los factores de la letra e) e i), ya que, como el artículo 7º permite considerar uno o varios factores para decidir la licitación, podría adjudicarse una licitación que contemple tales reducciones por parte del concesionario sin que existan ingresos garantizados por el Estado, o adjudicarse una licitación en que el Estado garantiza ingresos sin que el concesionario ofrezca posibles reducciones de tarifas o de plazo de concesión, lo que no resultaría equitativo.



			Ante tal circunstancia se propuso modificar la indicación Nº 4, a fin de agregar al factor contemplado en la letra e) el factor considerado de la letra i).



			Sometida a votación con la modificación propuesta, la indicación fue aprobada por dos votos a favor y una abstención.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Errázuriz y Martin, y se abstuvo la H. Senadora señora Feliú.



			Posteriormente vuestra Comisión acordó reabrir debate respecto de esta indicación.



			Al así hacerlo, tuvo presente la proposición formulada por los representantes del Ejecutivo, en el sentido de introducir un inciso nuevo al artículo 7º, del siguiente tenor:



			"Sólo podrá formar parte del régimen económico de la concesión el factor señalado en la letra i) anterior, si forma parte de este régimen el señalado en la letra e).".



			Se expresó que esta norma precisa que sólo se considerará la oferta del oponente de reducción de tarifa al usuario, o de reducción del plazo de la concesión, ante una rentabilidad que exceda un porcentaje predefinido, cuando exista también un ingreso mínimo garantizado por el Estado.





			Sometida a votación la indicación 4, modificada en el sentido de incorporar el inciso propuesto, como inciso sexto del artículo 7º, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.







Indicación Nº 5



			De S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto intercalar en la letra i), entre las palabras "concesión" y "cuando", la frase "o de montos extraordinarios de pagos al Estado".



			La letra i) aprobada en primer informe, establece como factor la oferta del oponente de reducción de tarifas o de reducción del plazo de la concesión, cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda de un porcentaje máximo preestablecido. 



			La indicación modifica el factor en el sentido que la oferta del oponente podrá consistir, además de la reducción de tarifas al usuario o del plazo de la concesión,  en montos extraordinarios de pagos al Estado, cuando se produzca el exceso de rentabilidad de que se trata.



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que tal norma la contempla la ley vigente, y que la indicación busca reponer al texto aprobado en el primer informe.   Agregaron que este pago corresponde al seguro de ingreso mínimo que da el Estado el concesionario, el que se cobraría si existe una rentabilidad extraordinaria, de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación o por el oponente, estimando que si es el Estado el que garantiza un ingreso mínimo sería razonable que también el Estado reciba como contrapartida de ese ingreso mínimo el compartir esa rentabilidad extraordinaria.



			Expresaron que tal garantía de ingresos mínimos se paga o por reducción de tarifas o por reducción del plazo de la concesión, y que la indicación plantea que otra forma de pagar sería con montos extraordinarios de pagos al Estado.



			Agregaron que la norma aprobada en el primer informe origina problemas operativos, pues establecer cuando se produce la rentabilidad extraordinaria es relativamente simple, pero que si debe reducir las tarifas a los usuarios para bajar la rentabilidad en X resulta necesario realizar cálculos muy complejos y podría generar una enorme discusión, al igual que si es necesario reducir el plazo de la concesión. 



			Manifestaron que la eliminación de los montos extraordinarios de pagos al Estado podría generar problemas sectoriales, pues si un año se produce una disminución en los ingresos de todos los concesionarios, el Fisco deberá pagarles los ingresos mínimos garantizados, lo que se traduciría en la suspensión de las obras públicas ordinarias, ya que existe una cantidad limitada de recursos asignados al sector.



			Durante la discusión de la indicación se expresó que en su primer informe la Comisión eliminó dichos pagos extraordinarios al Estado, limitando los pagos al Estado al caso que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión.



			Se indicó que con el pago de montos extraordinarios al Estado pierde el usuario, estimándose que los beneficios de una rentabilidad extraordinaria deben traspasársele, ya que de otra forma el público preferirá buscar vías alternativas, lo que perjudicará al concesionario y al sistema de concesiones.



			Se manifestó que la indicación no resulta coherente con lo establecido en la letra i), que establece que el oponente podrá ofrecer una reducción de tarifas cuando obtiene una rentabilidad superior a la preestablecida, lo que beneficia al usuario, o que podrá ofrecer reducir el plazo de la concesión, lo que significa que el Estado recibe antes la infraestructura de que se trata pudiendo licitarla nuevamente con un menor precio, lo que equivale a prorrogarla con una tarifa más barata, lo que también beneficia a los usuarios.



			En consecuencia, se agregó, no tiene sentido que se le esté pagando al Estado en forma adicional porque el negocio tuvo una mayor rentabilidad que la presupuestada, porque ello significaría que el Estado tendría una forma de captar recursos distinta al cobro de los impuestos, cuando lo que se desea es que el buen negocio que está haciendo el concesionario se exprese en una reducción de tarifas, pero no en traspaso de fondos al Estado.



			Se estimó que el pago de montos extraordinarios al Estado constituye un impuesto y que, en la perspectiva de constituir un impuesto no pueden estimarse como ingresos propios del Ministerio de Obras Públicas, sino que, en todo caso, tendrían que ingresar al patrimonio de la Nación sin que puedan estar afectos a un destino determinado, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso tercero del Nº 20 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.



			Se agregó que la norma constitucional impide que esto opere en la forma planteada por los representantes del Ejecutivo, en el sentido que si una concesión es extraordinariamente rentable el Ministerio de Obras Públicas recaudaría recursos extraordinarios que podría destinar a otras menos rentables, ya que tales recursos deben ingresar a rentas generales de la nación y se asignan priorizadamente dentro de todas las necesidades públicas, en la Ley de Presupuestos.



			Se indicó que en diversas normas de la ley está el concepto de que el Ministerio de Obras Públicas recauda dineros y los reasigna, convirtiéndose en ente recaudador de impuestos por esta vía, y de asignador de recursos por otra, tarea que corresponde al Ejecutivo y al Legislativo, ya que al aprobar el proyecto en estudio se aprueba una ley y no un presupuesto que permita al Ministerio de Obras Públicas obtener recursos, recaudarlos y traspasarlos a algún fin determinado.



			Finalmente, se tuvo en consideración la opinión manifestada por la Cámara Chilena de la Construcción, en el sentido de estimar que desde que el usuario o la opinión pública perciba que no está pagando por el servicio de utilizar una determinada infraestructura sino que está pagando un impuesto, desde que la opinión pública perciba que un monto de lo que paga corresponde al Estado, se desprestigiará enormemente el sistema de concesiones, resultando perjudicado el propio concesionario, estimando inadecuado jugarse el prestigio del sistema de esta forma ya que, en su opinión, en la medida que exista mayor seguridad, menores probabilidades de congestión, menor contaminación, ahorro de tiempo, y si las personas perciben esto como un servicio, estarán dispuestas a pagar más por el uso de la infraestructura, al igual que ocurre con otros servicios como el agua, o la energía.



			Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin.





Indicaciones Nºs. 6 y 4



			Respecto a la letra k) del inciso primero del artículo 7º, contenido en este número, se formularon dos indicaciones: la Nº 6, de S.E. el Vicepresidente de la República, y la Nº 4, de la H. Senadora señora Feliú, en cuanto propone eliminar la letra k).



			La indicación de S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto sustituir la letra k), por la siguiente:



			"k) Consideraciones de carácter ambiental o ecológicas,".



			La letra k) aprobada en el primer informe establece como factor las consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, u otras, evaluadas por expertos y habida consideración de su costo con relación al valor total del proyecto.



			Como se indicó al tratar la indicación Nº 4, vuestra Comisión acordó tratar en conjunto la indicación Nº 6 y la Nº 4, en cuanto esta última propone eliminar la letra k).



			Al iniciar el estudio de estas indicaciones, vuestra Comisión tuvo presente las observaciones formuladas por la Cámara Chilena de la Construcción, en el sentido que mediante la indicación Nº 6 se suprimirían los ejemplos que en el referido factor establece la norma aprobada en primer informe, lo que estimaron inadecuado en atención a que, según manifestaron, tales ejemplos proporcionan un criterio orientador para la autoridad que posteriormente aplicará e interpretará esta normativa, estimando conveniente, además, restringir la aplicación de este factor sólo para dirimir empates entre ofertas económicas iguales, por estimar que su aplicación podría exponer a los licitantes a la discrecionalidad de los funcionarios encargados de evaluar tal parámetro, afectándose la necesaria transparencia del sistema.



			Por su parte, la H. Senadora señora Feliú manifestó que si bien estima respetables las consideraciones de carácter ambiental ellas tienen una gran amplitud, pudiendo ser apreciadas subjetivamente.



			Agregó que en la Ley de Medio Ambiente se estableció la obligación de realizar estudios de impacto ambiental, de acuerdo a todas las modalidades que la imaginación de los autores del proyecto, tanto por parte del Ejecutivo como del Parlamento, y de todos los técnicos que concurrieron a su estudio, fue capaz para determinar y para hacer congruente la consideración del medio ambiente en relación con la empresa, el desarrollo de las ciudades, de los caminos, etc.



			Señaló que el fundamento de su indicación es que considera que en el análisis del impacto ambiental deben intervenir los organismos pertinentes, ya que si en cada una de las actividades económicas del país se establecen distintos criterios el tema puede ser distorsionado.



			Expresó que en la ley deben limitarse o restringirse al máximo los factores de discrecionalidad, y que factores de esta naturaleza tienen implícito el peligro de una decisión arbitraria por parte de la autoridad administrativa, ya que no siempre es posible una evaluación objetiva sobre la materia.



			Finalmente indicó que, si bien la letra propuesta en el primer informe contiene ejemplos de consideraciones de carácter ambiental o ecológicas, al agregar la expresión "u otras", se hará aún más difícil tal evaluación, ya que tales palabras permiten ampliar indefinidamente el sentido de los referidos ejemplos .



			Respecto a las indicaciones se manifestó que la Cámara Chilena de la Construcción planteó durante el estudio del proyecto en su primer informe que los aspectos ambientales fueran considerados en su costo con relación al valor total del proyecto, evitando que tenga una importancia desproporcionado en relación a los demás, y para evitar que se pidan cosas innecesarias o de dudosa justificación.



			Se opinó que la inclusión de ejemplos en una norma evita una interpretación distinta al espíritu de la ley, pues aclaran los conceptos, y que los ejemplos permiten encausar a la autoridad que aplicará la norma, por lo que su supresión haría preferible suprimir el factor, para no dejarlo en manos de la interpretación discrecional que pudieran establecerse en las bases.



			Se indicó que este factor se incorporó a una proposición del H. Senador señor Horvath, aprobada unánimemente por esta Comisión la que además agregó que tales consideraciones debían realizarse en consideración al valor total del proyecto, de acuerdo a las observaciones que la Cámara Chilena de la Construcción presentó durante el estudio del proyecto en su primer informe, para obviar la discrecionalidad que pudiera distorsionar la asignación de la licitación. 



			Los representantes del Ejecutivo estimaron que este nuevo factor puede no causar problemas al considerarlo dentro de un listado de opciones. Sin embargo, agregaron, estiman que la consideración de los factores ambientales debe estar incluida en las bases de licitación, ya que las mismas tienen que cumplir con la legislación vigente, entre la que se encuentra la ley de medio ambiente. 



			Estimaron que si este fuera un factor dirimente en la asignación, surge el peligro de un alto grado de discrecionalidad, como ocurriría si se licita a una sola variable y se considera ésta, sin incluir o la tarifa, o el plazo, por ejemplo.



			Indicaron que cuando el Ministerio de Obras Públicas aprueba una idea de iniciativa privada la idea pasa a ser del Fisco, lo que motiva que el proponente tenga un premio en la evaluación de su oferta y que, en consecuencia, el Ministerio fija el trazado de las obras que someterá a licitación, para lo cual debe considerar el impacto ambiental de las distintas posibilidades, por lo que estimaron muy improbable que en alguna oportunidad se licite considerando este factor como el decisivo.



			Se contrargumentó que en las licitaciones pueden emplearse uno o varios factores de los señalados en el artículo 7º, y que si se trata, por ejemplo, de un camino construido con fines turísticos, es posible que se privilegie la belleza escénica del trazado caminero, o el mayor costo de la arborización, y que si tal factor será dirimente o no es decisión del criterio empleado por el Ministerio de Obras Públicas al elaborar las respectivas Bases de Licitación.



			Se manifestó que la inclusión de este nuevo factor no obstaculiza los procedimientos de licitación, y que al resolver la licitación el Ministerio de Obras Públicas deberá señalar las razones que llevan a preferir una u otra opción, lo que evita decisiones arbitrarias e injustificadas, indicándose que la norma propuesta permitirá que las obras deban asignarse a quien, cumpliendo los requisitos mínimos legales, presente la peor opción desde un punto de vista ambiental o ecológico, lo que estimulara la imaginación de los particulares para formular las mejores obras en este sentido.



			De acuerdo a la discusión reseñada, vuestra Comisión acordó mantener el factor propuesto en la letra k), eliminando la expresión "u otras," que contiene, pues la misma puede distorsionar el sentido de los ejemplos incorporados a la disposición, para lo cual modificó la indicación Nº 6.



			Modificada la indicación Nº 6, a fin de eliminar la expresión "u otras," contenida en la letra k) del artículo 7º, fue sometida a votación, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



			Sometida a votación la indicación Nº 4, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Errázuriz, Martin y Siebert.



- - - - - 



Letra Nueva

Nº2

(Artículo 7º)



Indicación Nº 7



			De S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto intercalar, a continuación de la letra k), la siguiente, nueva:



			"...) Ingresos totales de la concesión, calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación.".



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que en una concesión hay distintos tipos de riesgo, de mayor o menor dificultad de evaluación, siendo los más importantes el de tráfico y de los ingresos.



			Agregaron que bajo ciertas condiciones, en obras viales, en la cual hay una demanda incierta es más fácil acotar el riesgo y hacer el proyecto más viable por la vía de licitar a quien está dispuesto a hacerlo hasta tener un volumen determinado de ingresos, criterio que consideraron adecuado en aquellos casos en que hay una gran incertidumbre respecto del total de ingresos, como una forma de disminuir el riesgo que enfrenta el sector privado, haciendo posible que el proyecto se lleve a cabo y que sea financiable.



			Expresaron que el oferente asume el riesgo del plazo dentro del cual alcanzará los ingresos esperados, el que se desconoce, porque cuando uno licita por ingresos totales se pueden tener el año 5, 8 o 10, e incluso no obtenerlos dentro del plazo máximo.



			Indicaron que no se licita por tasa de descuento, que se licita de acuerdo a una combinación entre el menor costo de construcción, siempre presente en cualquier licitación, y el plazo en el cual la persona estima que va a recuperar su inversión y obtener los ingresos esperados. y que, si se considera que el plazo es función de la tasa de interés, habría que concluir que en todos los casos se licita por tasa de interés, ya que siempre la tasa de interés está presente, sea que se licite por plazo, por estructura tarifaria, por subsidio, etc.



			Manifestaron que no se pretende licitar directamente por tasa de descuento sino que establecer otra manera de acotar el riesgo de los licitantes, como es también el subsidio que paga el Estado, o los ingresos mínimos garantizados por el Estado, señalando que lo que se propone es un sistema distinto en que el plazo va a ser la variable, que será función de como se comporta la demanda, lo que no significa eliminar el riesgo del sector privado, ni cambiar la naturaleza de la concesión a un leasing a largo plazo, ya que se trata de un contrato de concesión de plazo variable que se ajusta con un parámetro determinado, que son los ingresos.



			Señalaron que el propósito de esta legislación es atraer al inversionista que tiene otras opciones más rentables, para atraer dineros privados a inversiones que de otra forma debiera realizar el sector público, si le fuere posible.



			Esta nueva letra, prosiguieron expresando, no busca limitar la rentabilidad sino que asegurar un mínimo de rentabilidad, lo que hoy día no resulta nítido debido a que se trata de licitar las concesiones más rentables, pero que terminada esta etapa vendrá otra en que deberá concesionar mediante subsidios, o con mecanismos como el propuesto, pues no es el Ministerio de Obras Públicas quien limita los beneficios del concesionario sino que la oferta.



			Indicaron que en otro factor se considera la rentabilidad de la concesión, pero que al considerar este factor sólo los ingresos de la misma se deja a los empresarios todas las posibilidades de alcanzar mayores rentabilidades, por ejemplo, mejorando los costos internos o disminuyendo sus gastos de administración.



			Estimaron conveniente no restringir la capacidad del Ministerio de Obras Públicas para estructurar negocios en concesiones complejas, para lo cual es necesario contar con distintas fórmulas como es la de un esquema de plazo variable, en el cual el plazo está determinado por el momento en que se obtiene el ingreso esperado, y que si bien es muy importante la tasa de descuento del concesionario, también lo es sus costos de operación.



			Expresaron que esta norma incentiva que el concesionario tenga el menor costo de construcción y de operación, o que promueva un mayor tráfico, pues buscar mayores ingresos no resulta neutro para el concesionario, ya que si los ingresos esperados los recibe antes obtiene una mayor rentabilidad, por haber recuperado antes su inversión y por el ahorro de los costos en que incurriría en un mayor plazo.



			Al discutir esta indicación, vuestra Comisión tuvo presente las observaciones formuladas a su respecto por la Cámara Chilena de la Construcción, en el sentido de estimar que, en principio, la evaluación del riesgo del negocio y de la rentabilidad del mismo debe realizarla cada uno de los proponentes y no el Ministerio de Obras Públicas, lo que no hace aconsejable utilizar como un factor de licitación  los ingresos totales de la concesión.



			Sin embargo, agrega la presentación de la Cámara Chilena de la Construcción, y por excepción, este criterio podría ser válido para ciertas concesiones de mayor riesgo, siempre que éste sea acreditado objetivamente, para lo cual se requiere un grado de calificación previa por parte del Ministerio de Obras Públicas.



			En tal sentido, indica, sería conveniente que el Ministerio de Obras Públicas, al decidir emplear este factor de adjudicación, incluyera entre los antecedentes tenidos en cuenta para ello, un informe de entidades privadas evaluadoras de riesgo, las que posteriormente no podrían tener otra relación ni con el Ministerio de Obras Públicas, ni con los participantes en una licitación.



			Asimismo, expresan que el punto fue latamente discutido cuando se licitó la Ruta 5 respecto a cuales iban a ser los factores de adjudicación, planteándose una primera fórmula consistente en incorporar un factor M de adjudicación, respecto a los ingresos totales de la concesión, debido al riesgo de que no se alcanzaran los tráficos considerados en el proyecto inicial, mecanismo mediante el cual la licitación duraría hasta cumplirse los parámetros estipulados, lo que transformaba a la licitación en un leasing de largo plazo, sin permitir al sector privado la necesaria calificación de su propio riesgo.



			Estima que existen otros factores que pueden ser utilizados para disminuir el riesgo, pero que este nuevo elemento quita el carácter de concesión al sistema, en que el factor con mayor incidencia al obtener la licitación es el aporte que hace el sector privado al crecimiento del país, pues el que estime un mayor crecimiento será el que tendrá las mayores posibilidades de adjudicación.



			Indica que si bien la actividad está sujeta a un riesgo importante, el mismo se encuentra acotado al valor de la inversión que demande la construcción, y que en el tema de las concesiones de obras públicas para infraestructura quien mejor conoce en el país cuál es su costo es el Ministerio de Obras Públicas, quien puede disminuir el riesgo al dar señal al sector privado respecto del costos de las obras.





			En el seno de la Comisión se manifestaron discrepancias respecto a esta indicación, por estimar que lleva implícito el concepto de evitar que el sector privado se equivoque y haga un mal negocio, ya que el sistema consiste en entrega obras de infraestructura a los privados siendo ellos los que deben evaluar su propio riesgo y las proyecciones de su negocio.



			Se señaló que la indicación distorsiona el sistema. en el sentido de que ya no se estaría en presencia de contratos de concesión, sino que frente a contratos de leasing u otras figuras jurídicas distintas.



			Se indicó que la indicación significa licitar por tasa de interés, y que se traduce en un crédito del sector privado al Estado que solicita financiamiento de obras de infraestructura, permitiendo que se cobre el capital más los intereses de acuerdo con la tasa pactada, autorizando al privado a pagarse con el producto de la concesión, lo que podría significar que si la concesión no resulta rentable, como hay una tasa de interés garantizada, se alarguen indefinidamente los plazos, dejando de ser concesiones y transformándose en una verdadera propiedad sobre las obras, eliminando el riesgo que es propio de la iniciativa privada.



			Se manifestó que este nuevo factor transforma el proceso en una licitación financiera, pues lo que se hace es que dado los costos de construcción se licita de acuerdo a la tasa de descuento, porque en el fondo el valor total de la concesión, los ingresos totales de la concesión, calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación, es lo que decide la licitación. 



			Se expresó que tal posibilidad no era en sí misma criticable, pero que resultaba contradictoria con todos los demás factores que contempla el artículo 7º. 



			Se agregó que el principio básico es trasladar las ventajas de la empresa privada como concesionaria de obras públicas, a través de las tarifas, en beneficio de los usuarios, señalándose que no es comprensible que al Ministerio de Obras Públicas no le interese trasladar tal eficiencia privada en beneficio de los usuarios, pues busca regular los traslados de las eficiencias para los efectos de que las tarifas sean lo más parecidas posibles, evitando que existan diferencias notorias entre tramos que tienen costos distintos, lo que significará que los usuarios de determinados tramos de una vía subsidien a los usuarios de otros tramos.



			Se argumentó que si todas las obras fueran concesionadas con la nueva letra que el Ejecutivo propone introducir siempre los beneficios terminarían en manos de los usuarios, pero que lo que ocurrirá es que a unos usuarios que se les aplicarán impuestos en determinados tramos para subsidiar a usuarios de otros sectores, provocándose una gran distorsión, debido a que el Ministerio de Obras Públicas pasa a ser captador de recursos por la vía de tributos, como son las tarifas, y asignador de recursos por la vía de rebajar determinadas tarifas, asumiendo el Ministerio de Obras Públicas la labor que desempeñan el Ejecutivo y el Legislativo fijando en algunas partes impuestos que traslada por la vía de subsidios a otros sectores.



			Se indicó que el Ministerio de Obras Públicas es una repartición pública que puede recurrir a los fondos de la Nación cuando quiera subsidiar, porque no es dable que haya subsidios internos cruzados entre las concesiones según el parecer del Ministerio, trasladando recursos desde el Ministerio para subsidiar las tarifas de otros sectores.



			Se señaló que paulatinamente el Estado ha ido acumulando recursos por la vía de impuestos que los administra de acuerdo a sus atribuciones constitucionales, y cuando la economía está bien se incrementan sus ingresos, aumenta el circulante y el Banco Central aumente la tasa de interés, se contraiga la economía, se paralicen las obras públicas, la construcción, aumenta la desocupación, se contrae el país, todo lo cual ocurre porque había mucha plata para gastar, pero al mismo tiempo se estaban creando impuestos nuevos por vías indirectas, como, por ejemplo, los peajes, las tarifas eléctricas, las tarifas de aguas, pasando todo el sistema de tarifado a ser una forma de recaudar impuestos.



			Se agregó que por la vía de los subsidios cruzados se están creando impuestos, siendo lo lógico que si el Estado tiene recursos y quiere tener las tarifas iguales en toda la carretera lo haga mediante subsidios.



			Se expresó que este factor no es posible considerarlo en conjunto con los demás que contempla el artículo 7º, por lo cual debiera eliminarse o eliminarse los demás, pues su incorporación establecería una concesión financiera, una concesión distinta a la concebida en este cuerpo legal, que lo desnaturaliza.



			Sin embargo, considerando que tal factor puede ser útil en casos excepcionales, en los cuales el riesgo es tan difícil de evaluar que el sector privado no se interesaría en participar a menos que lo hiciera por una tasa de interés predeterminada, mediante una concesión que durará lo que sea necesario para recuperar el capital con la tasa de interés acordada, la Comisión solicitó a los representantes del Ejecutivo que modificaran la indicación, a fin de precisar que se trata de un procedimiento para casos excepcionales que no pueden regirse por los factores habituales, indicando cuándo se aplicaría, a fin que en la propia ley se establezca tal excepción. 



			Posteriormente, y de acuerdo al debate de la indicación Nº 7, el Ejecutivo propuso agregar a continuación de la letra k) la siguiente, nueva:



			“Ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. Este factor de licitación no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los señalados en las letras a), b) o i) anteriores.".



			Durante su estudio, vuestra Comisión estimó necesario establecer expresamente que la decisión de la autoridad de utilizar este factor de adjudicación no puede ser caprichosa o arbitraria, sino que una resolución fundada, pues se trata de la aplicación de una norma de excepción, debiendo ser tal fundamento no la concreción de un trámite administrativo sino que la manifestación de los motivos por los cuales resulta necesario aplicarlo, ya que este no es el medio normal para decidir las licitaciones, sino que es una forma excepcional, de todo lo cual acordó dejar constancia para la historia del establecimiento de la ley.

			Además, estimó necesario indicar expresamente que este factor de licitación deberá ser usado sólo en forma excepcional, y agregar que su resolución deberá ser fundada, sometiendo a votación la indicación Nº 7, en cuanto propone intercalar, a continuación de la letra k) la siguiente, nueva:



			“Ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. Este factor de licitación deberá ser usado sólo en forma excepcional, su resolución deberá ser fundada, y no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los factores señalados en las letras a), b) o i) anteriores.”.



			Sometida a votación, la indicación Nº 7, modificada en la forma antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert, como nueva letra l) del artículo 7º.

- - - - - 



Incisos segundo, tercero, cuarto y quinto





			El inciso segundo del artículo 7º, propuesto en el primer informe dispone que la definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación. En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión. Igualmente, en las bases se deberá establecer si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos. Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, determinados o determinables, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente.



			En su inciso tercero indica que en todo caso, si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico del contrato de concesión el factor contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, los pagos deberán como máximo ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos. Este se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio.



			En su inciso cuarto establece que por su parte, en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, el factor contemplado en la letra h) del referido inciso sólo podrá considerarse para dirimir el empate entre ofertas económicamente iguales.



			En su inciso quinto preceptúa que las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, pudiendo los concesionarios variarlas durante el período de concesión, dentro del máximo preestablecido.





			A estos incisos del artículo 7º se formularon cuatro indicaciones signadas con los Nºs. 8, 9, 10 y 11.



Indicación Nº 8



			De los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tiene por objeto reemplazar, en el inciso segundo del artículo 7º propuesto, la frase final "determinados o determinables, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente" que sigue a la expresión "plazos," por  "o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente. Los plazos y las condiciones deberán estar claramente determinados en las bases".



			El inciso segundo propuesto en el primer informe establece que la definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación, en las que se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión, y que en dichas bases se establecerá, además, si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos. 



			La oración final de este inciso, en el cual recae esta indicación expresa que las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, determinados o determinables, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente.



			Al estudiar la indicación, vuestra Comisión estimó que la misma mejora la redacción de la norma y agrega la exigencia que en las Bases de Licitación se determinen claramente los plazos y las condiciones a que se refiere la norma.



			Sometida a votación, la indicación fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.



indicación Nº 9



			De S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto intercalar, en el inciso tercero del artículo 7º propuesto, entre la expresión "este artículo" y la coma (,) que la sigue, la frase "y éste no es un factor de adjudicación".



			Dicho inciso determina que, si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico del contrato de concesión el factor contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, los pagos deberán como máximo ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos. Este se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio.



			Los representantes del Ejecutivo manifestaron que el objetivo de la indicación es precisar que si se adjudica la licitación por pagos al Estado no resulta necesario realizar el peritaje previo para determinar el valor económico de los bienes o derechos, ya que el precio de los mismos los definirá el mercado.



			Agregaron que en ciertos casos no es posible licitar por tarifas ya que las mismas las fija el mercado, como ocurriría si se licita el derecho a construir estacionamientos, y que en tal caso debería adjudicarse por el precio del derecho de construir, planteándose que para el caso en que exista un mercado competitivo, que impide licitar por tarifas, se aplique este factor.



			Señalaron que, por ejemplo, si en los puertos se entregan en concesión los sitios existentes sin valorizar el valor de la inversión se hace imposible la competencia y funcionamiento de los puertos privados, ya que no se licita al que ofrece una menor tarifa sino al que ofrece pagar más por la utilización del frente de atraque.



			En el seno de la Comisión se manifestó que tal modificación abre dudas respecto a si podría ser factor de adjudicación los pagos ofrecidos al Estado, señalándose que si se aplica como tal la tarifa y todos los demás factores dejan de ser importante.



			Se expresó que en el inciso primero del artículo 7º se modificó su letra d) a fin de establecer que los pagos al Estado sólo proceden cuando éste entrega bienes o derechos para ser utilizados en la concesión, y que mediante la indicación nuevamente se introducirían pagos al Estado que distorsionan el mercado.



			Se señaló que la aplicación de tales pagos como factor de adjudicación significó en el pasado asignar una obra a quien ofreció mayores pagos al Estado, lo que ha generado múltiples problemas y no permite que la misma sea competitiva con otras obras que sean adjudicadas considerando otro factor.



			Se indicó que los pagos al Estado deben corresponder a una contraprestación por lo que éste aporta y que su aporte debe ser tasado, expresándose que en el ejemplo de los puertos no es necesario licitar por pagos ofrecidos al Estado, pues los bienes que se traspasan deben ser previamente tasados para determinar su valor económico, el que deberá ser pagado por cualquiera de los oferentes que, en aplicación de cualquier otro factor, como puede ser la tarifa, se adjudique la concesión, lo que evita distorsionar el mercado o perjudicar a los puertos privados.



			Se manifestó que tales pagos deben tomarse en consideración cuando el no hacerlo produce una distorsión del mercado, expresándose dudas respecto a si en el ejemplo de construcción de estacionamientos se está en presencia de una concesión que incorpora bienes para un servicio público o ante la entrega de bienes fiscales para efectos comerciales.



			Se expresó que en algunos casos lo determinante  no es el servicio que se prestará sino el uso comercial que se pueda obtener del aprovechamiento de un espacio, estimando necesario modificar la indicación y establecer que operará de acuerdo a la existencia o inexistencia de competencia y a la distorsión que podría generar en el mercado su adjudicación por otros factores.



			De acuerdo a las observaciones formuladas, los representantes del Ejecutivo propusieron incorporar un nuevo inciso al artículo 7º, que determina cuando es posible licitar de acuerdo al factor de la letra d),  del siguiente tenor:



			“Sólo podrá ser factor de licitación el contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, en los casos en que el servicio prestado por la obra en concesión sea también ofrecido en condiciones competitivas en el mercado que, para estos efectos, se estime relevante. El Ministerio declarará esta condición fundadamente en las bases de licitación.”.



			Al estudiar esta nueva proposición, vuestra Comisión acordó modificar la indicación Nº 9 a fin de intercalar este nuevo inciso como inciso cuarto y, además, sustituir la expresión "adjudicación" por "licitación", a fin de utilizar similar terminología.



			Con las modificaciones señaladas la indicación fue sometida a votación, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.





Indicación Nº 10



			Del H. Senador señor Diez, tiene por objeto suprimir el inciso cuarto del artículo 7º propuesto.



			Esta indicación fue retirada por su autor.





Indicación Nº 11



			De los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tiene por objeto sustituir el inciso quinto del artículo 7º propuesto por el siguiente:



			"Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.".



			Vuestra Comisión estimó que la indicación mejora la redacción del inciso propuesto en su primer informe.



			Sometida a votación fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.





Nº3

(Artículo 9º)



			Mediante este número vuestra Comisión propone, en su primer informe, agregar un inciso segundo, nuevo, a este artículo.



			El artículo determina, en dos letras a) y b), respectivamente, las obligaciones a que queda sujeto el adjudicatario de la concesión.



			El inciso segundo, propuesto, establece que los plazos de que se tratan serán fatales, y no podrán ser inferiores a sesenta días y que producido el incumplimiento, el Ministerio así lo declarará, mediante decreto supremo, dejando sin efecto dicha asignación, y podrá adjudicar nuevamente la concesión en el orden del mérito de la licitación ya efectuada o llamar a una nueva.



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 12.



Indicación Nº 12



			De S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto reemplazarlo por el siguiente:



			"3... Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9º:

			a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:



			"b) Cumplir con los trámites de suscripción y protocolización del Decreto de Adjudicación según el procedimiento establecido en el artículo 89 del Decreto Supremo Nº294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, dentro del plazo que fijen las Bases de Licitación, contados siempre desde la publicación en el Diario Oficial del referido Decreto de Adjudicación.",



			b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:



			"Dichos plazos serán fatales, y no podrán ser inferiores a sesenta días. Producido el incumplimiento, el Ministerio así lo declarará, mediante decreto supremo, dejando sin efecto dicha asignación, y podrá adjudicar  nuevamente la concesión en el orden del mérito de la licitación ya efectuada o llamar a una nueva.", y



			c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



			"El inicio del cómputo del plazo de duración del contrato de concesión se regirá por lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.".".



			Vuestra Comisión estimó que la indicación introduce modificaciones formales a la norma vigente, y que precisa la forma en que se computarán los plazos.



			Sometida a votación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.



o-o-o-o-o



			El artículo 10 de la ley vigente dispone que en el contrato de concesión se dejará constancia de otros beneficios que se incluyan como compensación por los servicios ofrecidos, según lo establezcan las bases, tales como concesiones para servicios turísticos, autoservicios, publicidad u otros y que en aquellos casos en que, con ocasión de la ejecución de las obras, el concesionario recuperare terrenos ribereños fiscales que antes se encontraban ocupados por las aguas, el Ministerio podrá ofrecer dar en pago la entrega de parte de los terrenos ribereños fiscales recuperados o de otros pre existentes, conjunta o alternativamente con los restantes beneficios establecidos en esta ley.



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 13.



Indicación Nº 13



			De S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto intercalar el siguiente número nuevo:



			"...- Incorpórase, en el artículo 10, el siguiente inciso segundo, nuevo:



			"Asimismo, cuando se trate de obras desarrolladas sobre bienes fiscales, las bases de licitación podrán considerar, como parte del pago, la transferencia cierta u opcional de estos bienes y de las obras al concesionario, al término del contrato de concesión. Los referidos bienes fiscales no podrán haber adquirido esa condición como consecuencia de una desafectación  de su calidad de bien nacional de uso público.".



			Los representantes del Ejecutivo fundaron la indicación en la circunstancia que existen obras que es posible construir utilizando las herramientas de esta ley, y que están más dentro del ámbito de lo privado que de lo público como, por ejemplo, la concesión de un terminal de depósito aduanero, y que la indicación busca establecer la posibilidad que una vez terminada la concesión las obras de que se trate pasen a ser propiedad del concesionario y no al patrimonio del Estado, con un sistema semejante al leasing, o contrato de arrendamiento con opción de compra.



			Agregaron que se plantea el poder aplicar la ley de concesiones para desarrollar estas obras estipulando que al final del período de concesión, estas obras desarrolladas sobre bienes fiscales pasen al concesionario, sin que se aplique la disposición cuando se trate de bienes fiscales que han adquirido tal condición a consecuencia de una desafectación de bienes nacionales de uso público.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que, si bien con una disposición como la propuesta el concesionario se preocuparía más de la calidad de la obra en consideración a que después será su propietario, los bienes fiscales, cuando no los requiere el Estado para el cumplimiento de sus funciones, deben venderse, y el producto de la venta destinarse a sus gastos prioritarios.



			Se indicó que cuando se es dueño de un bien se puede optar por invertir en él y aumentar su valor o por venderlo, y que la fórmula de la indicación es establecer una forma de asociación entre el Estado, que actuaría como empresario, y el sector privado, cuando parecería preferible la venta de los terrenos o su entrega en concesión para que la construcción que en él se realice revierta al Estado al término de la concesión, sea para venderlo o para entregarlo nuevamente en concesión.



			Se señaló que el objetivo de este cuerpo legal es permitir que los particulares construyan de caminos, aeropuertos, puertos, obras de infraestructura a cambio de su concesión temporal,  pero que no corresponde a nuestro ordenamiento constitucional el que el Fisco se dedique a realizar actividades empresariales sin que sea autorizado a ello por una ley de quórum calificado lo que no propone la indicación.



			Vuestra Comisión dejó constancia que rechazaba esta indicación en atención a que la norma propuesta permitiría al Estado realizar actividades empresariales , asociándose con particulares a fin de construir en los terrenos fiscales, todo lo cual resulta inadmisible en atención a que no guarda relación con las ideas matrices del proyecto.



			Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.



o-o-o-o-o



Nº4

(Artículo 19)



			Mediante este número vuestra Comisión, en su primer informe, propone sustituir el artículo 19 de la ley.



			El inciso primero del artículo propuesto señala que el Ministerio de Obras Públicas, desde que se perfeccione el contrato, podrá modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados y, como consecuencia, deberá compensar al concesionario con las indemnizaciones necesarias en caso de perjuicio, acordando con aquél aumentos indemnizatorios sea en el plazo de la concesión, de las tarifas, de los aportes o subsidios u otros factores del régimen económico de la concesión pactados, pudiendo utilizar uno o varios de esos factores a la vez. Las controversias que se susciten entre el concesionario y el Ministerio acerca de dicha indemnización, se resolverán en conformidad a lo señalado en el artículo 35.



			Respecto a este número se formuló una indicación, que recae en su inciso primero, signada con el Nº 14.





Indicación Nº 14



			De S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto sustituir, en el inciso primero del artículo 19 propuesto, la expresión "aumentos indemnizatorios" por "modificaciones indemnizatorias".



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que la norma contempla mecanismos de indemnización al concesionario cuando por iniciativa de interés público se le obligue modificar las características de las obras y servicios contratados, y que en ella utilizó la expresión “aumentos indemnizatorios” pensando que la forma de indemnizar al concesionario sería aumentar las tarifas o plazos, pero cree que estiman que la expresión “modificaciones indemnizatorias” sería más correcta porque puede consistir también en disminuciones como, por ejemplo, si debe realizar pagos al Fisco, estimando que el término “modificación” que reemplaza a “aumentos” es más neutro e incluye todas las formas posibles. 



			En el seno de vuestra Comisión no se estimó apropiada la sustitución planteada, porque las modificaciones siempre serán un aumento, aunque la indemnización correspondiente no se pague sino que sea compensada, y porque se está cambiando un concepto que se estimó básico, cual es que la indemnización procede siempre en caso de perjuicios, pues el principio general es que los contratos no se pueden modificar unilateralmente.



			A fin de precisar el sentido de la norma, y considerando que siempre debe tratarse de una indemnización de perjuicio, la que puede expresarse modificando uno o cualquiera de los factores, el H. Senador señor Errázuriz propuso modificar la indicación y sustituir la expresión "acordando con aquél aumentos indemnizatorios sea en el plazo de la concesión, de las tarifas, de los aportes o subsidios u otros factores del régimen económico" por la siguiente: "acordando con aquél indemnizaciones que podrán expresarse en el plazo de la concesión, en las tarifas, en los aportes o subsidios o en otros factores del régimen económico".



			Sometida a votación la indicación con la modificación antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.





Nº6

(Artículo 21)



			El artículo propuesto en el primer informe en su inciso primero establece que el concesionario cumplirá las funciones incorporadas en el contrato de concesión con arreglo a las normas del derecho público, especialmente en lo referente a sus relaciones con el Ministerio, a las regulaciones sobre los regímenes de construcción y explotación de la obra y al cobro de las tarifas, su sistema de reajuste y las contraprestaciones con el Fisco, que conforman el régimen económico del contrato. Igualmente, deberá cumplir las normas que regulan la actividad dada en concesión.



			En su inciso segundo indica que en cambio, en lo que se refiere a sus derechos y obligaciones económicas con terceros, la sociedad concesionaria se regirá por las normas del derecho privado y, en general, podrá realizar cualquier operación lícita, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, con las solas excepciones que regula expresamente esta ley y las que se estipulen en el contrato. Así, entre otras, el concesionario podrá prendar el contrato o dar en prenda los flujos e ingresos futuros de la concesión para garantizar obligaciones derivadas de dicha concesión, ceder o prendar libremente cualquier pago ofrecido por el Fisco que conste del contrato, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas.



			En su inciso tercero propone que desde el perfeccionamiento del contrato y con autorización del Ministerio de Obras Públicas, el concesionario podrá transferir la concesión o los derechos de la sociedad concesionaria.



			En su inciso cuarto dispone que la cesión voluntaria o forzosa de la concesión deberá ser total, comprendiendo todos los derechos y obligaciones de dicho contrato y sólo podrá hacerse a una persona natural o jurídica, o grupo de ellas, que cumpla con los requisitos para ser licitante, no esté sujeta a inhabilidades y dé cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9º del presente cuerpo legal.



			En su inciso final preceptúa que el Ministerio consentirá siempre las transferencias, cuando éstas sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con la prenda que se establece en el artículo 42 de esta ley, a favor de cualquier entidad financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de los Fondos de Inversión, regulados por la ley Nº 18.815, o de las Administradoras de Fondos de Pensiones, establecidas de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 3.500, y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que haya cumplido los requisitos establecidos en esta ley.



			A este artículo se formularon dos indicaciones signadas con los Nºs. 15 y 16.



Indicación Nº 15



			Del H. Senador señor Diez, tiene por objeto suprimirlo.



			Los representantes del Ejecutivo indicaron que las modificaciones introducidas a este artículo en el primer informe son vitales para resolver el tema de las tasas de interés con los bancos y que es la clave para el sistema de garantías que se crea.



			Agregaron que esta norma autoriza para que todas las entidades financieras sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, o de la Superintendencia de Valores y Seguros, los Fondos de Inversión, regulados por la ley Nº 18.815, o las Administradoras de Fondos de Pensiones, establecidas de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 3.500, quedan autorizadas por ley para recibir la transferencia de la concesión a que de lugar la ejecución de la prenda especial que establece el artículo 42.



			Señalaron que también ha sido de gran importancia el precisar qué tipo de relaciones son de derecho público y cuáles de derecho privado.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que la modificación del artículo 21 contiene innovaciones que dan sentido a las modificaciones introducidas por el proyecto de ley en análisis y que, en tal perspectiva, resulta conveniente rechazar la indicación, más aún si se considera que la indicación número 16 perfecciona el inciso quinto del mismo artículo.



			Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.



Indicación Nº 16



			De los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tiene por objeto suprimir, en el inciso quinto del artículo 21 propuesto, desde la frase "a favor de cualquier entidad financiera" hasta el final del inciso, y la coma (,) que precede.



			El inciso quinto del artículo 21 propuesto en el primer informe, establece que el Ministerio consentirá siempre las transferencias, cuando éstas sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con la prenda que se establece en el artículo 42 de esta ley, a favor de cualquier entidad financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de los Fondos de Inversión, regulados por la ley Nº 18.815, o de las Administradoras de Fondos de Pensiones, establecidas de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 3.500, y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que haya cumplido los requisitos establecidos en esta ley.



			El H. Senador señor Siebert expresó que se propone suprimir la enumeración de instituciones que contiene la oración final del quinto inciso, en atención a que la misma está considerada en el artículo 42.



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que, de acogerse la indicación, el establecimiento de requisitos para ser concesionario resultaría inútil ya que por la vía de la ejecución de una prenda sería posible obviarlos. Por ello se propone que se agregue al final de esta frase del inciso tal como está ahora .....en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que haya cumplido los requisitos establecidos en esta ley, su reglamento y las bases de licitación de la concesión correspondiente.



			En el seno de vuestra Comisión se indicó que en la ley que autoriza las concesiones del subsuelo se aprobó una norma que contiene un concepto similar al considerado en este inciso, en el sentido de establecer que en los casos de ejecución forzada de la prenda el adquirente debe cumplir con las normas que la ley  exige para ser concesionario, evitándose que se eludan los requisitos por la vía de provocar la ejecución forzada de la concesión.



			Se estimó adecuada la norma de este inciso, que permite que por la vía voluntaria o forzada se transfiera la concesión a los bancos e instituciones financieras y en favor de las personas naturales o jurídicas que hayan cumplido con los requisitos establecidos en esta ley.



			Sin perjuicio de lo anterior, se estimó necesario aprobar la indicación con modificaciones, a fin de sustituir en la frase final la expresión "que haya cumplido los requisitos", por “que cumpla los requisitos”, para precisar que al momento de la transferencia de la concesión es necesario cumplir tales requisitos.



			Con la modificación señalada la indicación fue sometida a votación, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.





Nº7

(Artículo 25)



			La norma actual dispone que las concesiones de que trata la ley tendrán el plazo de duración que señale el decreto de adjudicación, que no podrá exceder de cincuenta años.



			Además, su inciso segundo indica que el mismo se computará desde la fecha de la total tramitación del decreto antes citado.



			La Comisión, en el primer informe propone dos enmiendas:



			a) que el plazo se computará de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación y que en ningún caso su inicio podrá ser anterior a la fecha de total tramitación del decreto indicado, y



			b) que una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente licitadas por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación o ampliación.



			A este artículo se formularon cinco indicaciones signadas con los Nº 17, 18, 19, 20 y 21.



Indicación Nº 17



			La indicación Nº 17, de S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto reemplazar la letra a), la por la siguiente:



			"a) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:



			"El plazo se computará de acuerdo a lo establecido en las Bases de Licitación. En ningún caso su inicio podrá ser anterior a la fecha de publicación del Decreto Supremo de adjudicación en el Diario Oficial.".".



			En discusión esta indicación se señaló que es concordante con la indicación número 9, para los efectos de que en algunos casos complejos en que se licita mediante proyectos, y hay demora en el desarrollo de la ingeniería o en las expropiaciones, se pueda fijar un plazo de inicio de la concesión más tardío, el cual en ningún caso podrá ser anterior a la fecha de publicación en el Diario Oficial.



			Se agregó que no cambia ningún concepto de fondo y es meramente de redacción.



			La Comisión aprobó esta indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.



Indicación Nº 18



			La indicación Nº 18, de S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto suprimir la letra b).



			Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin, en consideración a que fueron aprobadas con modificaciones las indicaciones Nºs. 19, 20 y 21, que recogieron las enmiendas propuestas por dichas indicaciones, en el sentido que las obras se concesionarán aisladas, divididas o integradas conjuntamente con otras obras.



Indicaciones Nº 19, 20 y 21



			La indicación Nº 19, de la H. Senadora señora Feliú, tiene por objeto sustituir, en la letra b), inciso tercero propuesto agregar al artículo 25, la palabra "licitadas" por la frase "entregadas en concesión".



			La indicación Nº 20, del H. Senador señor Diez, tiene por objeto reemplazar en la letra b), inciso tercero propuesto agregar al artículo 25, la expresión "o ampliación" por "ampliación o explotación", precedida por una coma (,).



			La indicación Nº 21, de la H. Senadora señora Feliú, tiene por objeto agregar en la letra b), inciso tercero propuesto agregar al artículo 25, en punto seguido (.), la siguiente oración final: "La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.".



			Estas indicaciones fueron tratadas conjuntamente y aprobadas con modificaciones consistiendo una de estas enmiendas la de agregar la frase “aislada, dividida o integradas conjuntamente con otras obras”, lo que implica permitir la ampliación de la concesión y su división en dos o más.



			Con las modificaciones introducidas el inciso tercero quedó redactado, en la forma siguiente:



			"Una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente entregadas en concesión por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación,  ampliación o explotación, aisladas, divididas o integradas conjuntamente con otras obras. La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.".



			Sometidas a votación fueron aprobadas con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin.



Nº8

(Artículo 27)



			El artículo propuesto en el primer informe señala que la concesión se extinguirá por las siguientes causales:



			1. Cumplimiento del plazo por el que se otorgó, con sus modificaciones, si procediere.



			2. Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, según se explicita más adelante.



			3. Por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario. El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el artículo 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



			4. Las que se estipulen en las bases de licitación. 



			El incumplimiento grave será declarado por el Ministerio de Obras Públicas en una resolución en la que, además, deberá proceder a la designación de un interventor, quien sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión. Esta resolución será reclamable, en los diez días contados desde su notificación, mediante publicación en el Diario Oficial, ante la Comisión que se establece en el artículo 35.



			Producida la extinción del contrato de concesión vigente por incumplimiento grave del concesionario, debidamente establecido de acuerdo a las normas de la presente ley, el Ministerio deberá proceder a licitar o a subastar públicamente el contrato de concesión por el plazo que le reste, al mejor postor y sin mínimo, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la extinción. Las bases establecerán los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, los que no podrán ser más gravosos que los impuestos por las bases de licitación y el contrato de concesión al concesionario original. Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.



			La extinción de la concesión por incumplimiento grave hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 42. Ellos se harán efectivos en el producto de la licitación o subasta del contrato, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad de la concesionaria. En el evento de que durante la intervención la concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores antes señalados, y dichos créditos fueren exigibles, se harán efectivos en el producto de la referida subasta con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública.



			A este artículo se formularon dos indicaciones signadas con los Nºs. 22 y 23.



Indicación Nº 22



			La indicación Nº 22, del H. Senador señor Diez, tiene por objeto suprimirlo.



			Esta indicación fue aprobada con modificaciones por la Comisión con el objeto de abrir el artículo y poder perfeccionarlo proporcionando, un mayor grado de objetividad y equidad en las causales de extinción de las concesiones, ya que el actual artículo no cautelaría adecuadamente los derechos de los concesionarios.



			Se señaló en primer lugar, que las causales que configuran el incumplimiento grave deberían estar explicitada al menos en las respectivas bases de licitación o en el contrato de concesión de que se trate.



			En segundo lugar, la notificación de la resolución del Ministerio debería ser efectuada personalmente al representante de la sociedad concesionaria, toda vez que se trata de una resolución que reviste el carácter de sanción.



			En tercer lugar, que sería conveniente establecer además una calificación de suficiencia de la resolución del Ministerio por parte de la Comisión Conciliadora contemplada en el D.F.L. Nº 164, y la posibilidad de defensa del concesionario ante dicho organismo. 



			En cuarto lugar, la resolución del Ministerio no debería producir efectos sino hasta después de conocido el parecer de la Comisión Conciliadora especialmente en lo relativo a la designación de un interventor de la concesión.



			Y en quinto lugar, que sería inadecuado que el interventor contrate créditos durante la concesión y que éstos tengan preferencia frente a las acreencias anteriores a la intervención, pues eso puede encarecer la consecución del financiamiento para el concesionario.



			En mérito a las consideraciones anteriores, la Comisión reemplazo el articulo 27 por otro que señala las causales de extinción de las concesiones y por un artículo 27 bis, nuevo, que regula el incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario.



			En efecto, en estos dos preceptos se recogieron, entre otras, las ideas anteriormente señaladas.



			La Comisión aprobó con las modificaciones señaladas esta indicación, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin.



Indicación Nº 23



			La indicación Nº 23, de S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto sustituir el inciso tercero del artículo 27 propuesto, por el siguiente:



			"Producida la extinción del actual contrato de concesión  por incumplimiento grave del concesionario, debidamente establecida de acuerdo a las normas de la presente ley, el Ministerio deberá proceder a licitar o subastar públicamente un nuevo contrato de concesión por el plazo que le reste y con las mismas condiciones del que se extingue, al mejor postor y sin mínimo, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la extinción. Las bases establecerán los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, los que no podrán ser más gravosos que los impuestos por las bases de licitación y el contrato de concesión al concesionario original. Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior.".



			Esta indicación fue recogida en el nuevo artículo 27 bis, como se señaló anteriormente al analizarse la indicación Nº 22.



			La Comisión aprobó con modificaciones esta indicación, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin.





Nº 9

(Artículo 35)



letra a)



			El artículo 35 de la ley vigente crea una Comisión Conciliadora ante la cual podrá elevarse las controversias motivo de la interpretación o aplicación del contrato, sin perjuicio de las atribuciones del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República.  La integrarán tres profesionales universitarios, designado uno por el Ministro de Obras Públicas, otro por el concesionario y, el tercero que la presidirá, de común acuerdo o, en su defecto, por el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago.



			La Comisión, en su primer informe sustituyó en el inciso primero la frase "y un profesional universitario nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá." por "y un abogado nombrado de común acuerdo por las partes, quien la presidirá.".



			A esta letra se presentó la indicación signada con el Nº 24.



Indicación Nº 24



			La indicación Nº 24, del H. Senador señor Diez, tiene por objeto suprimir la letra a).



			Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin, en atención a que se estimó que cualquier profesional universitario es idóneo para presidirla y no necesariamente un abogado.



- - - - - 



Letra nueva



			A continuación de la letra a) se formuló una indicación signada con el Nº 25.



Indicación Nº 25



			Indicación Nº 25, de la H. Senadora Feliú, tiene por objeto intercalar, como letra b), la siguiente, nueva:



			"b) Agrégase en el inciso primero a continuación de su punto final que pasa a ser seguido la siguiente oración: "El Ministro de Obras Públicas y el concesionario designarán a su respectivo representante al inicio de la concesión, sin perjuicio de su derecho a reemplazarlo cuando sea necesario o lo estimen conveniente.".



			Esta indicación fue aprobada con modificaciones consistente en eliminar las palabras “cuando sea necesario”, en atención a que es difícil determinar cuando algo es necesario.



			Sometida a votación la indicación con la enmienda señalada fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert, en consideración a que ella resuelve un problema de cumplimiento de las formalidades preliminares.



- - - - - - 



letra c)



			La indicación Nº 24, del H. Senador señor Diez, tiene por objeto suprimir la letra c).



			Esta indicación fue aprobada para los efectos de abrir el artículo.



			En efecto, en el inciso tercero del artículo vigente se agregó una oración final que establece que deberá contemplarse en los procedimientos de conciliación la audiencia a las partes, el traslado de la reclamación o escrito que solicite su intervención y su respuesta dentro del plazo de cinco días de la respectiva notificación y la recepción de la causa a prueba si una de las partes lo solicitare o así lo decidiere la misma Comisión.



			Esta indicación fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin.



Indicación Nº 26



			En el primer informe la Comisión sustituyó el inciso cuarto del artículo 35, por el siguiente:



			"Cuando la reclamación se dirija en contra de una resolución o decisión del Ministerio, con la excepción del caso contemplado en el artículo 36, su sola presentación suspenderá los efectos de ella.”.



			La indicación Nº 26, de S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto agregar en el inciso cuarto de la letra c) de su numeral 9, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo: "La Comisión podrá condenar en costas a la parte vencida totalmente, por mayoría de votos, cuando en su fallo estimare que la decisión o reclamo sobre que recae fue injustificado.".



			Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Martin, en consideración a que no procede la condenación en costas sino que la indemnización de perjuicios.





Nº10

(Artículo 36)



			El artículo propuesto en el primer informe, en su inciso primero dispone que en caso de que el concesionario interrumpa injustificadamente la obra amenazando gravemente el cumplimiento del contrato de concesión, o que el servicio se encuentre gravemente afectado según los niveles definidos en las bases, el Ministerio de Obras Públicas podrá declararlo así y designar un interventor, en una resolución fundada que será reclamable ante la Comisión Conciliadora.



			En su inciso segundo señala que el interventor designado de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión. Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora. En todo caso, si después de noventa días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27.



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 27.



Indicación Nº 27.



			La indicación Nº 27, del H. Senador señor Diez, tiene por objeto suprimirlo.



			Esta indicación fue aprobada con modificaciones con el objeto de abrir el artículo y sustituirlo por otro, mejorando su redacción.



			El artículo sustitutivo recogió las ideas propuestas por la Comisión.  Entre otras, que será causal de designación de interventor el que el concesionario abandone la obra o interrumpa injustificadamente el servicio, excluyéndose la quiebra y la suspensión de pagos.  Se requerirá la autorización previa de la Comisión Conciliadora, la que tendrá un lapso brevísimo para pronunciarse y se restringen las facultades del interventor.



			La Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert aprobó esta indicación y la sustitución de este artículo, que contempló las ideas anteriormente señaladas.





Nº 11

(Artículo 37)



			Este artículo no fue objeto de indicaciones.



			Sin embargo, durante la discusión de las indicaciones formuladas a los artículos 27, 35 y 36 se analizó este artículo detectándose un error de concepto en su inciso segundo y se procedió a corregirlo en el sentido de sustituir la expresión “de la inversión efectuada” por “del monto de la deuda contraída”.



			Esta enmienda fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert.



Nº 11 bis

(Artículo 38)



			El artículo propuesto en el primer informe en su inciso primero establece que en aplicación de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas podrá concesionar toda obra pública, que no tenga legalmente definido otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro ente público, encargado específica y exclusivamente de esas obras. Incluso, en estos casos, el ente público competente podrá delegar, mediante convenio de mandato, suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de obras de su competencia.



			En su inciso segundo dispone que en las obras que se otorguen en concesión en virtud de esta ley se podrá incluir, conjunta o separadamente, la concesión del uso del subsuelo y de los derechos de construcción en el espacio sobre los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a ellas. Igualmente, el Ministerio podrá sujetar a concesión o vender dichos derechos estableciendo su conexión física y accesos con la o las obras que se licitan o se encuentran previamente concesionadas.



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 28.



Indicación Nº 28



			La indicación Nº 28, de los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tiene por objeto suprimir, en el primero de los incisos propuestos agregar al artículo 38, la expresión "específica y exclusivamente".



			Durante la discusión de esta indicación se recordó que se utilizaron las palabras específica y exclusivamente en atención a que el vocablo “encargado” podía indicar que se trataba de cualquier organismo público.



			Además, se debatió acerca de la competencia del subsuelo dejándose constancia en el informe que el subsuelo de los bienes nacionales de uso público a que se refiere este inciso tercero del artículo 38 son aquellos que no se encuentran comprendidos en la ley Nº 19.425.



			Finalmente la Comisión, junto con aprobar la indicación, acordó mejorar la redacción del inciso segundo, sustituyendo su primera oración por la siguiente: “En aplicación de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas podrá otorgar en concesión toda obra pública, cuya competencia no este entregada a otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro organismo integrante de la administración del Estado, encargado de estas obras.”.



			La Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert, acordó aprobar con las modificaciones señaladas esta indicación teniendo en consideración que los términos “específica y exclusivamente” están mal empleados ya que las competencias son siempre específicas y no genéricas.





Nº12

(Artículo 39)



			El artículo propuesto en el primer informe indica que el Ministerio de Obras Públicas en forma privativa y especial será el organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas o reparadas por el sistema de concesión de acuerdo a este cuerpo legal. En todo caso, los límites máximos no podrán ser inferiores a los establecidos para las mismas situaciones en la legislación del tránsito, y no podrá hacerlo ninguna otra institución pública o privada que no tenga a su cargo fijar o conservar la calidad de los caminos o rutas.



			A este artículo se formularon cuatro indicaciones signadas con los Nºs. 29, 30, 31 y 31 bis.



Indicaciones 29, 30, 31 y 31 bis



			La indicación Nº 29, de S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto reemplazarlo por el siguiente:



			"12. Sustitúyese el texto del artículo 39, por el siguiente:



			"Artículo 39.- El Ministerio de Obras Públicas, en forma privativa y especial será el único organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas o reparadas por el sistema de concesión de acuerdo a este cuerpo legal y ningún otro organismo será competente para ello.



			Estos límites podrán ser superiores a los fijados en la legislación del tránsito, cuando el estándar y trazado de las vías fijadas por el Ministerio de Obras Públicas, así lo permita. Pero, en ningún caso las obras que se concesionan podrán  tener estándares y velocidades inferiores a los establecidos para las mismas situaciones en la legislación del tránsito.".



			La indicación Nº 30, de la H. Senadora señora Feliú, y 31, de los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tienen por objeto suprimir la frase final "y no podrá hacerlo ninguna otra institución pública o privada que no tenga a su cargo fijar o conservar la calidad de los caminos o rutas" y la coma (,) que la precede.



			La indicación Nº 31 bis, de la H. Senadora señora Feliú, en subsidio de la anterior, tiene por objeto ubicar la frase señalada al final de la primera oración del artículo, suprimiendo la expresión "o privada".



			Durante la discusión de estas indicaciones se señaló que tienen por finalidad precisar y mejorar la redacción de este precepto.



			La Comisión aprobó refundidas estas indicaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert, en atención a que se recogieron en el nuevo texto sustitutivo del artículo 39, las enmiendas por ellas propuestas.



Nº 13

(Artículo 41 bis)



			El artículo propuesto en el primer informe en su inciso primero establece que el concesionario podrá instalar plazas de pesaje en la obra concesionada, debiendo obtener autorización del Ministerio de Obras Públicas, quien sólo podrá denegarla por razones técnicas y en resolución fundada que será reclamable ante la Comisión  Conciliadora.



			En su inciso segundo dispone que si no se han establecido normas especiales en el contrato de concesión, se aplicarán aquellas legales y reglamentarias relativas al peso máximo de vehículos y carga. El concesionario tendrá derecho a reclamar de las infracciones a dichas normas ante el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, quien conocerá de la infracción de acuerdo al procedimiento contenido en la ley Nº 18.287. Dicho Juez deberá imponer, conjuntamente con las multas establecidas en las normas referidas, una indemnización compensatoria de igual monto en beneficio del concesionario.



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 32.



Indicación Nº 32



			La indicación Nº 32, de S.E. el Vicepresidente de la República, tiene por objeto agregar el siguiente inciso final:



			"En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba cualquier elemento o sistema técnicos que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado al concesionario para el control del cumplimiento de las normas correspondientes.".



			Se señaló que el fundamento de esta indicación obedece a un compromiso adquirido por el Ministerio con los concesionarios de aplicar los mismos medios técnicos que sirven de elemento de prueba para el pesaje en las plazas de peaje y pesaje de la obra concesionada.



			Además, tiene por objeto darle al concesionario medios de prueba para acreditar la infracción de excesos de pesos.



			Se señaló que la ley vigente otorgaba un medio de prueba claro para el caso de no pago de peaje pero no se establecieron medios de prueba claro y simple, para el caso de infracción por exceso de peso.  El concesionario podrá utilizar los medios de prueba que el Ministerio le haya autorizado para probar ante la justicia las infracciones a los pesos máximos.



			La Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú y señores Errázuriz y Siebert, aprobó esta indicación.



(Artículo 42)



			El artículo propuesto en el primer informe establece que una prenda especial de concesión de obra pública, la cual será sin desplazamiento de los derechos y bienes prendados. Ella podrá ser pactada por el concesionario con los financistas de la obra o de su operación o en la emisión de títulos de deuda de la sociedad concesionaria. Ella podrá recaer:



			a) sobre el derecho de concesión de obra pública que para el concesionario emane del contrato;



			b) sobre todo pago comprometido por el Fisco a la sociedad concesionaria a cualquier título, en virtud del contrato de concesión, y



			c) sobre los ingresos de la sociedad.



			Esta prenda deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces de Santiago y en el del domicilio de la sociedad concesionaria, si éste fuere distinto. Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio. Cuando esta prenda recaiga sobre acciones de la sociedad concesionaria, se anotará, además, en los registros correspondientes de la sociedad.



			A esta prenda se aplicará lo dispuesto en los artículos 25, inciso primero; 30; 31; 32; 33; 36; 37; 38; 40; 42; 43; 44; 46; 48; 49 y 50 de la ley Nº 5.687, sobre Prenda Industrial.



			Será competente para conocer de todo litigio y de la ejecución de esta prenda especial de concesión de obra pública, a elección del acreedor, el Juez de Letras de la ciudad cabecera de la Región en la que se encuentre inscrita la sociedad concesionaria o el de asiento de Corte en que tuviere su domicilio aquél.



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 33.



Indicación Nº 33



			La indicación Nº 33, de la H. Senadora señora Feliú, tiene por objeto intercalar, como letra b), la siguiente, nueva:



			"b) sobre las acciones de la sociedad concesionaria;".



			Se recordó que esta letra b) se encontraba originalmente en el proyecto del Ejecutivo pero que posteriormente el propio Ejecutivo propuso suprimirla, y la justificación de ello es que la prenda sobre las acciones de la sociedad concesionaria no requiere este procedimiento especial.  No cabe que a los que tienen prenda sobre las acciones tengan ciertos derechos que se le han dado en esta misma ley a quienes tienen prenda sobre los flujos o sobre el contrato de concesión.



			Esta indicación fue retirada por su autora.





ARTICULO 4º



			El artículo 4º propuesto en el primer informe introduce las siguientes modificaciones al inciso primero del número 1) del artículo 84 del decreto con fuerza de ley Nº 252, de 1960, Ley General de Bancos:



			a) Colócase un punto seguido (.) después del término "exportaciones" y  sustitúyese la expresión "o a" que la sigue, por la frase "Tratándose de", y



			b) Agrégase, a continuación de la expresión "Ministerio de Obras Públicas", la primera vez que aparece, lo siguiente: "el límite será del 15%



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 34.



Indicación Nº 34



			La indicación Nº 34, de los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tiene por objeto sustituirlo por el siguiente:



			"Artículo 4º.- Incorpórase en el inciso primero del Nº1 del artículo 84 del decreto con fuerza de ley Nº252, de 1960, Ley General de Bancos, después  de la expresión "Ministerio de Obras Públicas", la primera vez que aparece, la frase "siempre que estén garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública contemplada en dicho cuerpo legal, o".



			Durante la discusión de esta indicación se manifestó que establecer que el aumento de margen de endeudamiento sólo sería procedente cuando los créditos que se otorguen estén garantizados por la Prenda Especial de Concesión, significa, en definitiva, restringir la posibilidad de garantizar tales créditos a través de otro tipo de cauciones y por consiguiente implica limitar la procedencia del referido aumento de margen, lo que sin lugar a dudas, resulta fundamental para asegurar el éxito del sistema de concesiones a través del tiempo.



			Asimismo, se estimó conveniente que existan diversas alternativas financieras, de entre las cuales puedan los concesionarios seleccionar aquellas que sean más accesibles, y una de tales vías es precisamente el financiamiento bancario, hasta un margen como el propuesto.



			Esta indicación fue retirada por sus autores.



ARTICULO 3º TRANSITORIO



			El artículo propuesto en el primer informe establece que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo, requerirán de la autorización del Ministerio de Obras Públicas para convenir el monto del pago a que hace referencia el artículo 40, introducido por el número 13 del artículo 1º de la presente ley. El Ministerio podrá, en dicho caso, condicionar su autorización a otras modificaciones al contrato de concesión.



			A este artículo se formuló una indicación signada con el Nº 35.



Indicación Nº 35



			La indicación Nº 35, de los HH. Senadores señores Piñera y Siebert, tiene por objeto suprimirlo.



			Durante la discusión de esta indicación se señaló que este artículo faculta al Ministerio de Obras Públicas para condicionar a eventuales modificaciones al contrato de concesión, la posibilidad del que el concesionario autorice accesos y conexiones suplementarias a la obra respectiva.



			Al mismo tiempo, se indicó que era conveniente que este artículo permita al concesionario someterse a las mismas normas que para el régimen ordinario del sistema de concesiones contempla el inciso segundo del artículo 40 de este proyecto de ley, esto es, que el rechazo del Ministerio al establecimiento de accesos y conexiones suplementarias sólo proceda por causa justificada y no en forma discrecional, sin por ello tener que modificar otros aspectos del respectivo contrato.  Es decir, la autorización del Ministerio queda sujeta a otras modificaciones al contrato de concesión siendo ajena a dicha autorización la modificación.



			Se manifestaron dudas acerca de la constitucionalidad de este precepto en el sentido de que se estaría autorizando la modificación de un contrato que se encuentra perfeccionado.



			Se planteó que la modificación en los contratos tenía por finalidad establecer nuevos cobros que no estaban en el contrato original, ya que si se daba una fuente adicional de ingresos también el Ministerio tenía el derecho a modificar el contrato de manera de hacer una exigencia adicional.



			La Comisión consideró conveniente mantener este artículo y eliminar su oración final que dice que “el Ministerio podrá, en dicho caso, condicionar su autorización a otras modificaciones al contrato de concesión”, ya que es necesario que el Ministerio se pronuncie para que no hayan abusos en relación con el uso monopólico que pueda hacer el tenedor de la concesión con relación a terceros y que no parece lógico que se cambien las condiciones bajo las cuales se licitó.



			Sometida a votación la indicación fue aprobada con la modificación señalada, por dos votos a favor y uno en contra.  Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Errázuriz y Siebert y por la negativa la H. Senadora señora Feliú.



- - - - - - -



			En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley de su primer informe, con las modificaciones introducidas y aprobadas por la Comisión de Hacienda y las aprobadas durante la discusión particular, que son las siguientes:





ARTICULO 1º



Nº1

Artículo 2º



			- - - Sustituir en el inciso tercero, nuevo, contemplado en la letra a) la expresión “primera presentación” por “presentación original”.



Nº 2

Artículo 7º



			- - - Suprimir, en la letra k) la expresión “u otras,”.



			- - - Agregar, la siguiente letra l), nueva:



			“l) Ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. Este factor de licitación deberá ser usado sólo en forma excepcional, su resolución deberá ser fundada, y no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los factores señalados en las letras a), b) o i) anteriores.”.



			- - - Reemplazar, en el inciso segundo la oración final “determinados o determinables, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente” por “, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente.  Los plazos y las condiciones deberán estar claramente determinados en las bases.”.



			- - - Intercalar, en el inciso tercero, entre la expresión “este artículo” y la coma (,) que le sigue, la frase “y éste no es un factor de licitación,”.



			- - - Consultar como inciso cuarto el siguiente, nuevo:



			“Sólo podrá  ser factor de licitación el contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, en los casos en que el servicio prestado por la obra en concesión sea también ofrecido en condiciones competitivas en el mercado que, para estos efectos, se estime relevante. El Ministerio declarará esta condición fundadamente en las bases de licitación.”.



			- - - El inciso cuarto pasó a ser quinto, sin enmiendas.



			- - - Agregar, como inciso sexto el siguiente, nuevo:



			“Sólo podrá formar parte del régimen económico de la concesión el factor señalado en la letra i) anterior, si forma parte de este régimen el señalado en la letra e).”.



			- - - Sustituir, el inciso quinto que pasó a ser séptimo, por el siguiente:



			“Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.”.



			- - - El inciso sexto pasó a ser octavo, sin enmiendas.



Nº 3

Artículo 9º



			- - - Sustituir este numeral, por el siguiente:



			“3. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9º:



			a) Sustitúyese la letra b),  por la siguiente:



			"b) Suscribir ante notario tres transcripciones del Decreto Supremo de adjudicación de la concesión, en señal de aceptación de su contenido, debiendo protocolizarse ante el mismo notario uno de sus ejemplares, dentro del plazo que fijen las bases de licitación, contados siempre desde su publicación en el Diario Oficial.  Una de las transcripciones referidas precedentemente será entregada para su archivo al departamento de concesiones de la Dirección General de Obras Públicas, y la otra a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas. Las transcripciones suscritas en la forma señalada harán fé respecto de toda persona y tendrán mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo."



			b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:



			"Dichos plazos serán fatales, y no podrán ser inferiores a sesenta días.  El incumplimiento de las obligaciones señaladas en las letras a) y b) será declarado mediante Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas, en el cual se dejará sin efecto dicha asignación, pudiendo el Ministerio de Obras Públicas adjudicar la concesión en el orden correlativo de las ofertas presentadas en la licitación ya efectuada o llamar a una nueva."



			c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



			"El inicio del cómputo del plazo de duración del contrato de concesión se regirá por lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.".



Nº 4

Artículo 19



			- - - Reemplazar, en el inciso primero, la frase “acordando con aquél aumentos indemnizatorios sea en el plazo de la concesión, de las tarifas, de los aportes o subsidios u otros” por “acordando con aquél indemnizaciones que podrán expresarse en el plazo de la concesión, en las tarifas, en los aportes o subsidios o en otros”.



Nº 6

Artículo 21



			- - - Reemplazar, en el inciso quinto, las palabras “haya cumplido” por “cumpla”.



Nº 7

Artículo 25



			- - - Reemplazar, su inciso segundo, consultado en la letra a), por el siguiente:



			"El plazo se computará de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. En ningún caso su inicio podrá ser anterior a la fecha de publicación del Decreto Supremo de adjudicación en el Diario Oficial.".



			- - - Sustituir, el inciso tercero, nuevo, que se agrega mediante la letra b), por el siguiente:



			"Una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente entregadas en concesión por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación,  ampliación o explotación, aisladas, divididas o integradas conjuntamente con otras obras. La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.".



Nº 8

Artículo 27



			- - - Sustituirlo por el siguiente:



			"Artículo 27.- La concesión se extinguirá por las siguientes causales:



			1. Cumplimiento del plazo por el que se otorgó, con sus modificaciones, si procediere.



			2. Por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario.  El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el artículo 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



			3. Las que se estipulen en las bases de licitación, y



			4.- La resolución del contrato de concesión por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario.".



- - - - - - 



			- - - Contemplar como número 8 bis, el siguiente, nuevo:



			“8 bis.  Agrégase el siguiente artículo 27 bis:



			“Artículo 27 bis.- El incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, producirá la resolución del contrato y las causales que configuran tal incumplimiento deberán señalarse en el respectivo contrato de concesión o en las bases de licitación.



			La declaración de resolución del contrato deberá ser solicitada por el Ministerio de Obras Públicas a la Comisión Conciliadora establecida en el artículo 35, sin la cual no se producirá ningún efecto sobre el contrato de concesión vigente.  Asimismo, el Ministerio deberá notificar al concesionario de esta solicitud, personalmente o por carta certificada dirigida al último domicilio registrado por el concesionario en el Ministerio.



			Presentada la solicitud de resolución a que alude el inciso anterior, la Comisión Conciliadora deberá dar traslado al concesionario y se pronunciará sobre esta materia dentro del plazo y según los procedimientos establecidos en el artículo 35.



			Producida la resolución del contrato de concesión vigente por incumplimiento grave del concesionario, debidamente establecido de acuerdo a las normas de la presente ley, el Ministerio deberá designar un interventor, quien sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión, siéndole aplicable las normas del artículo 200, números 1 al 5 de la ley Nº 18.175, sobre quiebras.



			El Ministerio deberá proceder a licitar públicamente un nuevo contrato de concesión, dentro de los 180 días siguientes a la resolución, por el plazo que reste al anterior.  Los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario no podrán ser más gravosos que los impuestos por las bases de licitación al concesionario original.  Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado en virtud del inciso anterior.



			En caso de llamar el Ministerio a licitación para la adjudicación de un nuevo contrato de concesión, las bases deberán establecer los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, según lo dispuesto en el inciso anterior. El mínimo de las posturas, en el primer llamado a licitación, no podrá ser inferior a los dos tercios de la deuda contraída por el concesionario, ni inferior a la mitad de dicho monto en la segunda licitación.  A falta de interesados, se efectuará una tercera licitación, sin mínimo.



			La resolución del contrato de concesión por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 42.  Tales créditos se harán exigibles en el producto de la licitación o subasta del contrato, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad de la concesionaria.



			En el evento de que durante la intervención la concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores antes señalados, y dichos créditos fueren exigibles, se harán efectivos en el producto de la referida subasta con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública.”.



- - - - - - 







Nº 9

Artículo 35



			- - - Sustituir la letra a), por las siguientes:



			“a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de su punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración:  “El Ministerio de Obras Públicas y el concesionario designarán a su respectivo representante al inicio de la concesión, sin perjuicio de su derecho a reemplazarlo cuando lo estimen conveniente.”.



			b) Agregar, en el inciso tercero, a continuación de su punto final (.) que pasa  ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, deberá contemplarse la audiencia a las partes, el traslado de la reclamación o escrito que solicite su intervención y su respuesta dentro del plazo de cinco días de la respectiva notificación, y la recepción de la causa a prueba si una de las partes lo solicitare o así lo decidiere la misma Comisión.”.



			- - - Las letras b) y c), han pasado a ser c) y d), respectivamente, sin enmiendas.



Nº 10

Artículo 36



			- - - Reemplazarlo por el siguiente:



			“Artículo 36.- En caso que el concesionario abandone la obra o interrumpa injustificadamente el servicio, el Ministerio deberá solicitar a la Comisión Conciliadora que así lo declare y autorice la designación por el Ministerio de Obras Públicas de un interventor.



			En los casos contemplados en el inciso anterior, el Ministerio deberá notificar tal declaración al concesionario por carta certificada dirigida al domicilio registrado por éste, y simultáneamente a la Comisión Conciliadora.  La Comisión tendrá un plazo de tres días desde la notificación, para declarar fundadamente si existe o no causal para autorizar o denegar la designación del interventor.  Si transcurrido el plazo antes indicado la Comisión no se pronunciare, el Ministerio se entenderá autorizado para designar el interventor.



			La Comisión Conciliadora deberá pronunciarse dentro de tres días de requerida por el Ministerio pudiendo prorrogar tal plazo por una sola vez, por igual período y por decisión fundada.  Vencido este plazo podrá el Ministerio nombrar al interventor.



			El interventor designado de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo tendrá las facultades de administración necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión.  Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora. En todo caso, si después de noventa días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 bis.



			Será atribución de la Comisión Conciliadora en tales casos ordenar la inmediata reanudación de la obra o del servicio.



			El interventor será remunerado con cargo a los ingresos de la concesión y responderá de sus actuaciones hasta por la culpa levísima.”.



Nº 11

Artículo 37



			- - - Consultar como letra a), nueva, la siguiente:



			“a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “de la inversión efectuada” por “del monto de la deuda contraída”.



			- - - Las letras a) y b) han pasado a ser b) y c), respectivamente, sin enmiendas.







Nº 11 bis

Artículo 38



			- - - Ha reemplazado su inciso segundo, por el siguiente:

			"En aplicación de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas podrá otorgar en concesión toda obra pública, cuya competencia no este entregada a otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro organismo integrante de la administración del Estado, encargado de esas obras.  Incluso, en estos casos, el ente público competente podrá delegar, mediante convenio de mandato, suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de obras de su competencia.”



Nº 12

Artículo 39



			- - - Reemplazarlo por el siguiente:



			"Artículo 39.- El Ministerio de Obras Públicas, en forma privativa y especial será el único organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas o reparadas por el sistema de concesión de acuerdo a este cuerpo legal y ningún otro organismo será competente para ello.



			Estos límites podrán ser superiores a los fijados en conformidad con la legislación del tránsito, cuando el estándar y trazado de las vías fijadas por el Ministerio de Obras Públicas, así lo permita.  Pero, en ningún caso, respecto de las obras que se entregan en concesión podrán establecerse velocidades inferiores a las consideradas para las mismas situaciones en la legislación.”.



Nº 13

Artículo 41 bis



			- - - Agregar, el siguiente inciso final:

			“En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba cualquier elemento o sistema técnicos que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado al concesionario para el control del cumplimiento de las normas correspondientes.”.



ARTÍCULO 3º TRANSITORIO



			- - - Eliminar su oración final, que dice: “El Ministerio podrá, en dicho caso, condicionar su autorización a otras modificaciones al contrato de concesión.”.





- - - - - - - 



			Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Obras Públicas, queda como sigue:





PROYECTO DE LEY:



			"ARTICULO 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio  de  Obras  Públicas,  en  su  texto  modificado  por  la ley Nº 19.252:



			1.- Modifícase el artículo 2º, de la siguiente forma:



			a) Agrégase como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



			"Sólo a solicitud expresa del postulante, formulada al presentar una idea de iniciativa privada y únicamente en proyectos de gran envergadura o complejidad técnica o con una muy alta inversión inicial, el Ministerio podrá ampliar, hasta por dos años en total, el plazo para el desarrollo de los estudios de esa proposición, contado desde la presentación original. En estos casos, el Ministerio quedará expresamente facultado para fijar subetapas en la entrega de esos estudios, al término de las cuales podrá rechazar la idea propuesta o definir nuevos estudios.".



			b) Consúltanse como incisos cuarto y quinto sus actuales incisos tercero y cuarto, respectivamente, sin enmiendas.



			c) Intercálase en su inciso quinto, que pasó a ser sexto, después de la expresión "no se licita", lo siguiente: "o si la licitación convocada no se perfecciona por falta de adjudicación o por cualquier otra causa, en uno o dos llamados,".





			2.- Reemplázase el artículo 7º, por el siguiente:



			"Artículo 7º.- La licitación de la obra materia de la concesión se decidirá evaluando las ofertas técnicamente aceptables, de acuerdo a las características propias de las obras, atendido uno o más de los siguientes factores, según el sistema de evaluación que el Ministerio de Obras Públicas establezca en las Bases de Licitación:



			a) estructura tarifaria,



			b) plazo de concesión,



			c) subsidio del Estado al oferente,



			d) pagos ofrecidos por el oferente al Estado, en el caso de que éste entregue bienes o derechos para ser utilizados en la concesión,



			e) ingresos garantizados por el Estado,



			f) grado de compromiso de riesgo que asume el oferente durante la construcción o la explotación de la obra, tales como caso fortuito o fuerza mayor,



			g) fórmula de reajuste de las tarifas y su sistema de revisión,



			h) puntaje total o parcial obtenido en la calificación técnica, según se establezca en las bases de licitación,



			i) oferta del oponente de reducción de tarifas al usuario o de reducción del plazo de la concesión cuando la rentabilidad sobre el patrimonio o activos, definida ésta en la forma establecida en las bases de licitación o por el oponente, exceda un porcentaje máximo preestablecido, 



			j) calificación de otros servicios adicionales útiles y necesarios, y



			k) consideraciones de carácter ambientales y ecológicas, como son por ejemplo ruidos, belleza escénica en el caso del trazado caminero, plantación de árboles en las fajas de los caminos públicos concesionados, evaluadas por expertos y habida consideración de su costo con relación al valor total del proyecto.



			l) Ingresos totales de la concesión calculados de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. Este factor de licitación deberá ser usado sólo en forma excepcional, su resolución deberá ser fundada, y no podrá ser utilizado en conjunto con ninguno de los factores señalados en las letras a), b) o i) anteriores.



			La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación. En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión. Igualmente, en las bases se deberá establecer si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos. Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente. Los plazos y las condiciones deberán estar claramente determinados en las bases.



			En todo caso, si en las bases de licitación se contempla como parte del régimen económico del contrato de concesión el factor contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, y éste no es un factor de licitación, los pagos deberán como máximo ser equivalentes al valor económico de los bienes o derechos respectivos. Este se determinará mediante peritaje previamente contratado por el Ministerio.



			Sólo podrá  ser factor de licitación el contemplado en la letra d) del inciso primero de este artículo, en los casos en que el servicio prestado por la obra en concesión sea también ofrecido en condiciones competitivas en el mercado que, para estos efectos, se estime relevante. El Ministerio declarará esta condición fundadamente en las bases de licitación.



			Por su parte, en las licitaciones que tengan su origen en una iniciativa privada, el factor contemplado en la letra h) del referido inciso sólo podrá considerarse para dirimir el empate entre ofertas económicamente iguales.



			Sólo podrá formar parte del régimen económico de la concesión el factor señalado en la letra i) anterior, si forma parte de este régimen el señalado en la letra e).



			Las tarifas ofrecidas, con su correspondiente reajuste, serán entendidas como tarifas máximas, por lo que el concesionario podrá reducirlas.



			El Director General de Obras Públicas, con visto bueno del Ministro de Obras Públicas, podrá solicitar a los oferentes, hasta antes de la apertura de la oferta económica, aclaraciones, rectificaciones por errores de forma u omisiones, y la entrega de antecedentes, con el objeto de clarificar y precisar el correcto sentido y alcance de la oferta, evitando que alguna sea descalificada por aspectos formales en su evaluación técnica.".





			3. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9º:



			a) Sustitúyese la letra b),  por la siguiente:



			"b) Suscribir ante notario tres transcripciones del Decreto Supremo de adjudicación de la concesión, en señal de aceptación de su contenido, debiendo protocolizarse ante el mismo notario uno de sus ejemplares, dentro del plazo que fijen las bases de licitación, contados siempre desde su publicación en el Diario Oficial.  Una de las transcripciones referidas precedentemente será entregada para su archivo al departamento de concesiones de la Dirección General de Obras Públicas, y la otra a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas. Las transcripciones suscritas en la forma señalada harán fé respecto de toda persona y tendrán mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo."



			b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:



			"Dichos plazos serán fatales, y no podrán ser inferiores a sesenta días.  El incumplimiento de las obligaciones señaladas en las letras a) y b) será declarado mediante Decreto Supremo del Ministerio de Obras Públicas, en el cual se dejará sin efecto dicha asignación, pudiendo el Ministerio de Obras Públicas adjudicar la concesión en el orden correlativo de las ofertas presentadas en la licitación ya efectuada o llamar a una nueva."



			c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



			"El inicio del cómputo del plazo de duración del contrato de concesión se regirá por lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.".





			4. Reemplázase el artículo 19, por el siguiente:



			"Artículo 19.- El Ministerio de Obras Públicas, desde que se perfeccione el contrato, podrá modificar, por razones de interés público, las características de las obras y servicios contratados y, como consecuencia, deberá compensar al concesionario con las indemnizaciones necesarias en caso de perjuicio, acordando con aquél indemnizaciones que podrán expresarse en el plazo de la concesión, en  las tarifas, en los aportes o subsidios o en otros factores del régimen económico de la concesión pactados, pudiendo utilizar uno o varios de esos factores a la vez. Las controversias que se susciten entre el concesionario y el Ministerio acerca de dicha indemnización, se resolverán en conformidad a lo señalado en el artículo 35.



			Las bases de licitación establecerán el monto máximo de la inversión que el concesionario puede estar obligado a realizar en virtud de lo dispuesto en el inciso precedente, así como el plazo máximo dentro del cual el Ministerio podrá ordenar la modificación de las obras en concesión. Si las bases nada dicen a este respecto, el monto máximo de estas nuevas inversiones no podrá exceder el 15% del monto total de la inversión inicial efectuada por el concesionario, según el valor definido después de la entrega definitiva de la obra, ni podrá ser requerida en una fecha posterior al cumplimiento de la mitad del plazo total de la concesión, salvo los casos de expreso acuerdo por escrito de la sociedad concesionaria.



			Las bases de licitación establecerán la forma y el plazo en que el concesionario podrá solicitar la revisión del sistema tarifario de su fórmula de reajuste o del plazo de la concesión, por causas sobrevinientes que así lo justifiquen, pudiendo hacerlo para uno o varios de esos factores a la vez. En los casos en que las bases no contemplaren estas materias, las controversias que se susciten entre las partes se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 35 de esta ley.



			Las modificaciones se harán mediante decreto supremo fundado expedido por el Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.".





			5. Introdúcense en el artículo 20, las siguientes modificaciones:



			a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes:



			"Si durante la vigencia de la concesión, la obra resultare insuficiente para la prestación del servicio en los niveles definidos en el contrato de concesión y se considerare conveniente su ampliación o mejoramiento por iniciativa del Estado o a solicitud del concesionario, se procederá a la suscripción de un convenio complementario al referido contrato de concesión. Este convenio acogerá las particulares condiciones a que deba sujetarse la realización de las obras y su repercusión en el régimen de tarifas o en cualquier otro factor del régimen económico o en el plazo de la concesión, quedando facultado el Ministerio de Obras Públicas para incluir en dicho convenio, como compensación, sólo uno o varios de esos factores a la vez.



			Sin perjuicio de lo anterior, las bases de licitación podrán contemplar mecanismos de compensación, sea en el plazo de la concesión o en cualquiera de los otros factores económicos del contrato vigente para pagar las obras adicionales no previstas en el contrato, en la misma situación del inciso anterior.".



			b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



			"La aprobación del respectivo convenio complementario se hará previo informe de la respectiva Dirección, mediante decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.".





			6. Reemplázase el artículo 21, por el siguiente:



			"Artículo 21.- El concesionario cumplirá las funciones incorporadas en el contrato de concesión con arreglo a las normas del derecho público, especialmente en lo referente a sus relaciones con el Ministerio, a las regulaciones sobre los regímenes de construcción y explotación de la obra y al cobro de las tarifas, su sistema de reajuste y las contraprestaciones con el Fisco, que conforman el régimen económico del contrato. Igualmente, deberá cumplir las normas que regulan la actividad dada en concesión.



			En cambio, en lo que se refiere a sus derechos y obligaciones económicas con terceros, la sociedad concesionaria se regirá por las normas del derecho privado y, en general, podrá realizar cualquier operación lícita, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, con las solas excepciones que regula expresamente esta ley y las que se estipulen en el contrato. Así, entre otras, el concesionario podrá prendar el contrato o dar en prenda los flujos e ingresos futuros de la concesión para garantizar obligaciones derivadas de dicha concesión, ceder o prendar libremente cualquier pago ofrecido por el Fisco que conste del contrato, sin necesidad de autorización previa del Ministerio de Obras Públicas.



			Desde el perfeccionamiento del contrato y con autorización del Ministerio de Obras Públicas, el concesionario podrá transferir la concesión o los derechos de la sociedad concesionaria.



			La cesión voluntaria o forzosa de la concesión deberá ser total, comprendiendo todos los derechos y obligaciones de dicho contrato y sólo podrá hacerse a una persona natural o jurídica, o grupo de ellas, que cumpla con los requisitos para ser licitante, no esté sujeta a inhabilidades y dé cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9º del presente cuerpo legal.



			El Ministerio consentirá siempre las transferencias, cuando éstas sean consecuencia de la ejecución de obligaciones garantizadas con la prenda que se establece en el artículo 42 de esta ley, a favor de cualquier entidad financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de los Fondos de Inversión, regulados por la ley Nº 18.815, o de las Administradoras de Fondos de Pensiones, establecidas de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 3.500, y, desde luego, en favor de cualquier otra persona natural o jurídica que cumpla los requisitos establecidos en esta ley. ".





			7. Introdúcense en el artículo 25, las siguientes modificaciones:

			a) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:



			"El plazo se computará de acuerdo a lo establecido en las bases de licitación. En ningún caso su inicio podrá ser anterior a la fecha de publicación del Decreto Supremo de adjudicación en el Diario Oficial.".



			b) Agrégase como inciso tercero, nuevo, el siguiente:

			"Una vez concluido el plazo de las concesiones, las obras deberán ser nuevamente entregadas en concesión por el Ministerio de Obras Públicas para su conservación, reparación,  ampliación o explotación, aisladas, divididas o integradas conjuntamente con otras obras. La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.".



			8. Sustitúyese el artículo 27, por el siguiente:



			"Artículo 27.- La concesión se extinguirá por las siguientes causales:



			1. Cumplimiento del plazo por el que se otorgó, con sus modificaciones, si procediere.



			2. Por mutuo acuerdo entre el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario.  El Ministerio sólo podrá concurrir al acuerdo si los acreedores que tengan constituida a su favor la prenda establecida en el artículo 42 consintieren en alzarla o aceptaren previamente, y por escrito, dicha extinción anticipada.



			3. Las que se estipulen en las bases de licitación, y



			4.- La resolución del contrato de concesión por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario."



			8 bis.  Agrégase el siguiente artículo 27 bis:



			“Artículo 27 bis.- El incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, producirá la resolución del contrato y las causales que configuran tal incumplimiento deberán señalarse en el respectivo contrato de concesión o en las bases de licitación.







			La declaración de resolución del contrato deberá ser solicitada por el Ministerio de Obras Públicas a la Comisión Conciliadora establecida en el artículo 35, sin la cual no se producirá ningún efecto sobre el contrato de concesión vigente.  Asimismo, el Ministerio deberá notificar al concesionario de esta solicitud, personalmente o por carta certificada dirigida al último domicilio registrado por el concesionario en el Ministerio.



			Presentada la solicitud de resolución a que alude el inciso anterior, la Comisión Conciliadora deberá dar traslado al concesionario y se pronunciará sobre esta materia dentro del plazo y según los procedimientos establecidos en el artículo 35.



			Producida la resolución del contrato de concesión vigente por incumplimiento grave del concesionario, debidamente establecido de acuerdo a las normas de la presente ley, el Ministerio deberá designar un interventor, quien sólo tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión, siéndole aplicable las normas del artículo 200, números 1 al 5 de la ley Nº 18.175, sobre quiebras.



			El Ministerio deberá proceder a licitar públicamente un nuevo contrato de concesión, dentro de los 180 días siguientes a la resolución y por el plazo que reste al anterior.  Los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario no podrán ser más gravosos que los impuestos por las bases de licitación al concesionario original.  Al asumir el nuevo concesionario, cesará en sus funciones el interventor que se haya designado en virtud del inciso anterior.



			En caso de llamar el Ministerio a licitación para la adjudicación de un nuevo contrato de concesión, las bases deberán establecer los requisitos que deberá cumplir el nuevo concesionario, según lo dispuesto en el inciso anterior. El mínimo de las posturas, en el primer llamado a licitación, no podrá ser inferior a los dos tercios de la deuda contraída por el concesionario, ni inferior a la mitad de dicho monto en la segunda licitación.  A falta de interesados, se efectuará una tercera licitación, sin mínimo.



			La resolución del contrato de concesión por incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, hará exigibles los créditos que se encuentren garantizados con la prenda establecida en el artículo 42.  Tales créditos se harán exigibles en el producto de la licitación o subasta del contrato, siendo el remanente, si lo hubiere, de propiedad de la concesionaria.



			En el evento de que durante la intervención la concesionaria hubiere contratado créditos con la aprobación de los acreedores antes señalados, y dichos créditos fueren exigibles, se harán efectivos en el producto de la referida subasta con preferencia a los garantizados con la prenda especial de concesión de obra pública.”.



			9. Introdúcense en el artículo 35, las siguientes modificaciones:



			a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de su punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración:  “El Ministerio de Obras Públicas y el concesionario designarán a su respectivo representante al inicio de la concesión, sin perjuicio de su derecho a reemplazarlo cuando lo estimen conveniente.”.



			b) Agregar, en el inciso tercero, a continuación de su punto final (.) que pasa  ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, deberá contemplarse la audiencia a las partes, el traslado de la reclamación o escrito que solicite su intervención y su respuesta dentro del plazo de cinco días de la respectiva notificación, y la recepción de la causa a prueba si una de las partes lo solicitare o así lo decidiere la misma Comisión.



			c) Intercálase a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso nuevo:



			"Los acreedores que hayan constituido a su favor la prenda establecida en el artículo 42 podrán comparecer en los procedimientos conciliatorios a que diere lugar la aplicación de esta ley, siempre que tuvieren interés.".



			d) Sustitúyense los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, por los siguientes:



			"Cuando la reclamación se dirija en contra de una resolución o decisión del Ministerio, con la excepción del caso contemplado en el artículo 36, su sola presentación suspenderá los efectos de ella.



			La Comisión deberá resolver en el plazo de treinta días. Si no se produjere la conciliación, el concesionario podrá solicitar de la Comisión, dentro del plazo de cinco días, que se constituya en Comisión Arbitral, o recurrir, en el mismo plazo, ante la Corte de Apelaciones de Santiago. En el primer caso, la Comisión actuará de acuerdo a las normas fijadas para los árbitros arbitradores y tendrá el plazo de treinta días para fallar, plazo durante el cual se mantendrá la suspensión de los efectos de la resolución o decisión del Ministerio. El fallo de esta Comisión no será susceptible de recurso alguno.



			En caso de que el concesionario interponga el recurso ante la Corte de Apelaciones, éste se tramitará conforme al procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, y a las siguientes disposiciones:



			1. No será exigible boleta de consignación.



			2. El traslado del recurso se dará al Director General de Obras Públicas.



			Si el concesionario no interpusiere el recurso ante la Comisión Arbitral ni ante la Corte de Apelaciones, quedará a firme la resolución o decisión del Ministerio, sin perjuicio del derecho del concesionario para impugnarla conforme a las reglas generales.".





			10. Sustitúyese el artículo 36, por el siguiente:



			“Artículo 36.- En caso que el concesionario abandone la obra o interrumpa injustificadamente el servicio, el Ministerio deberá solicitar a la Comisión Conciliadora que así lo declare y autorice la designación por el Ministerio de Obras Públicas de un interventor.



			En los casos contemplados en el inciso anterior, el Ministerio deberá notificar tal declaración al concesionario por carta certificada dirigida al domicilio registrado por éste, y simultáneamente a la Comisión Conciliadora.  La Comisión tendrá un plazo de tres días desde la notificación, para declarar fundadamente si existe o no causal para autorizar o denegar la designación del interventor.  Si transcurrido el plazo antes indicado la Comisión no se pronunciare, el Ministerio se entenderá autorizado para designar el interventor.



			La Comisión Conciliadora deberá pronunciarse dentro de tres días de requerida por el Ministerio pudiendo prorrogar tal plazo por una sola vez, por igual período y por decisión fundada.  Vencido este plazo podrá el Ministerio nombrar al interventor.



			El interventor designado de conformidad a lo señalado en el inciso anterior sólo tendrá las facultades de administración necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión.  Cesará en su cargo en cuanto el concesionario reasuma sus funciones, para lo cual bastará la expresión de voluntad de éste en tal sentido, formal y por escrito, aprobada por la Comisión Conciliadora. En todo caso, si después de noventa días de la designación del interventor, el concesionario no reasume, se entenderá que hay incumplimiento grave, y se aplicará lo dispuesto en el artículo 27 bis.



			Será atribución de la Comisión Conciliadora en tales casos ordenar la inmediata reanudación de la obra o del servicio.



			El interventor será remunerado con cargo a los ingresos de la concesión y responderá de sus actuaciones hasta por la culpa levísima.”.





			11. Introdúcense en el artículo 37, las siguientes modificaciones:



			a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “de la inversión efectuada” por “del monto de la deuda contraída”.



			b) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:



			"En el evento de que la junta de acreedores acordare la continuación efectiva del giro del concesionario, ésta no estará sujeta a otro plazo de término que lo que reste del contrato de concesión. En lo demás, se regulará por lo previsto en los artículos 112 y siguientes de la ley  Nº 18.175.".



			c) Incorpórase el siguiente inciso quinto:



			"En caso de quiebra, el Ministerio nombrará un representante para que, actuando coordinadamente con el síndico y la junta de acreedores, vele por el mantenimiento del o de los servicios objeto de la concesión, sin perjuicio de que la representación del interés fiscal sea realizada por quien o quienes corresponda.".





			11 bis.- Agréganse, en el artículo 38, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



			"En aplicación de esta ley, el Ministerio de Obras Públicas podrá otorgar en concesión toda obra pública, cuya competencia no este entregada a otro Ministerio, servicio público, Municipio o empresa pública u otro organismo integrante de la administración del Estado, encargado de esas obras.  Incluso, en estos casos, el ente público competente podrá delegar, mediante convenio de mandato, suscrito con el Ministerio de Obras Públicas, la entrega en concesión de obras de su competencia.



			En las obras que se otorguen en concesión en virtud de esta ley se podrá incluir, conjunta o separadamente, la concesión del uso del subsuelo y de los derechos de construcción en el espacio sobre los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a ellas. Igualmente, el Ministerio podrá sujetar a concesión o vender dichos derechos estableciendo su conexión física y accesos con la o las obras que se licitan o se encuentran previamente concesionadas.".





			12. Sustitúyese el artículo 39, por el siguiente:



			"Artículo 39.- El Ministerio de Obras Públicas, en forma privativa y especial será el único organismo que regulará y fijará los límites máximos y mínimos de velocidad en las vías construidas, conservadas o reparadas por el sistema de concesión de acuerdo a este cuerpo legal y ningún otro organismo será competente para ello.



			Estos límites podrán ser superiores a los fijados en conformidad con la legislación del tránsito, cuando el estándar y trazado de las vías fijadas por el Ministerio de Obras Públicas, así lo permita.  Pero, en ningún caso, respecto de las obras que se entregan en concesión podrán establecerse velocidades inferiores a las consideradas para las mismas situaciones en la legislación.





			13. Agréganse los siguientes artículos:



			"Artículo 40.- Las bases de licitación establecerán los accesos y obras de conexión que debe tener una obra en concesión, incluyendo aquellas que permitan el uso de los accesos existentes que hubieren sido autorizados conforme a derecho.



			El concesionario, en conformidad con lo dispuesto en las bases de licitación, o en su solicitud, en los casos no previstos en aquéllas, con la autorización previa del Ministerio de Obras Públicas, en ambos casos, el que no podrá denegarla sino por causa justificada, estará facultado para autorizar a terceros interesados nuevos accesos y conexiones a la obra en concesión, y podrá cobrar a estos terceros un pago por el acceso, adicional al costo de las obras necesarias para su habilitación. El monto de estos pagos será convenido entre el concesionario y el o los interesados según lo dispongan las bases de licitación o libremente, en los casos no contemplados en éstas.".



			"Artículo 41.- Cuando un usuario de una obra dada en concesión incumpla el pago de su tarifa o peaje, el concesionario tendrá derecho a cobrarla judicialmente. Será competente para conocer de ella, de acuerdo al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287, el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, el cual deberá, al ordenar dicho pago, imponer al condenado una indemnización compensatoria en favor del concesionario, de un valor equivalente a cuarenta veces el pago incumplido, más el reajuste según el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del incumplimiento y la del pago efectivo o bien, el valor equivalente a dos unidades tributarias mensuales, estando obligado a aplicar el mayor valor. En la misma sentencia, se regularán las costas procesales y personales, calculándolas con el valor total reajustado de la tarifa e indemnización indicadas.



			En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba fotografías, videos y cualquier otro medio técnico que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado para el control del incumplimiento de los pagos tarifarios.".



			"Artículo 41 bis.- El concesionario podrá instalar plazas de pesaje en la obra concesionada, debiendo obtener autorización del Ministerio de Obras Públicas, quien sólo podrá denegarla por razones técnicas y en resolución fundada que será reclamable ante la Comisión  Conciliadora.



			Si no se han establecido normas especiales en el contrato de concesión, se aplicarán aquellas legales y reglamentarias relativas al peso máximo de vehículos y carga. El concesionario tendrá derecho a reclamar de las infracciones a dichas normas ante el Juez de Policía Local del territorio en que se produjo el hecho, quien conocerá de la infracción de acuerdo al procedimiento contenido en la ley Nº 18.287. Dicho Juez deberá imponer, conjuntamente con las multas establecidas en las normas referidas, una indemnización compensatoria de igual monto en beneficio del concesionario.



			En el juzgamiento de estas infracciones, constituirán medios de prueba cualquier elemento o sistema técnicos que el Ministerio de Obras Públicas hubiese autorizado al concesionario para el control del cumplimiento de las normas correspondientes.”.



			"Artículo 42.- Establécese una prenda especial de concesión de obra pública, la cual será sin desplazamiento de los derechos y bienes prendados. Ella podrá ser pactada por el concesionario con los financistas de la obra o de su operación o en la emisión de títulos de deuda de la sociedad concesionaria. Ella podrá recaer:



			a) sobre el derecho de concesión de obra pública que para el concesionario emane del contrato;



			b) sobre todo pago comprometido por el Fisco a la sociedad concesionaria a cualquier título, en virtud del contrato de concesión, y



			c) sobre los ingresos de la sociedad.



			Esta prenda deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces de Santiago y en el del domicilio de la sociedad concesionaria, si éste fuere distinto. Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio. Cuando esta prenda recaiga sobre acciones de la sociedad concesionaria, se anotará, además, en los registros correspondientes de la sociedad.



			A esta prenda se aplicará lo dispuesto en los artículos 25, inciso primero; 30; 31; 32; 33; 36; 37; 38; 40; 42; 43; 44; 46; 48; 49 y 50 de la ley Nº 5.687, sobre Prenda Industrial.



			Será competente para conocer de todo litigio y de la ejecución de esta prenda especial de concesión de obra pública, a elección del acreedor, el Juez de Letras de la ciudad cabecera de la Región en la que se encuentre inscrita la sociedad concesionaria o el de asiento de Corte en que tuviere su domicilio aquél.".





			ARTICULO 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 825, de 1974:





			1. En el artículo 16:



			a) Sustitúyese el punto y coma (;) con que termina el primer inciso de la letra c) por un punto aparte (.).



			b) Agrégase en la letra c), el siguiente inciso nuevo:



			"En los contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra -sea que la construcción la efectúe el concesionario original, el concesionario por cesión o un tercero-, el costo total de la construcción de la obra, considerando todas las partidas y desembolsos que digan relación a la construcción de ella, tales como mano de obra, materiales, utilización de servicios, gastos financieros y subcontratación por administración o suma alzada de la construcción de la totalidad o parte de la obra. En el caso de que la construcción la efectúe el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por aquella parte del costo en que efectivamente hubiere incurrido el cesionario, sin considerar el costo facturado por el cedente, en la fecha de la cesión respectiva;".



			c) Agrégase la siguiente letra h), nueva:



			"h) Tratándose de los servicios de conservación, reparación y explotación de una obra de uso público prestados por el concesionario de ésta y cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de dicha obra, la base imponible estará constituida por los ingresos mensuales totales de explotación de la concesión, deducidas las cantidades que deban imputarse, en la proporción que se determine en el decreto o contrato que otorgue la concesión, al pago de la construcción de la obra respectiva. La parte facturada que no sea base imponible del impuesto, no será considerada operación exenta o no gravada para los efectos de la recuperación del crédito fiscal.



			En el caso de que dichos servicios de conservación, reparación y explotación sean prestados por el concesionario por cesión, la base imponible estará constituida por los ingresos mensuales de explotación de la concesión de la obra, deducidas las cantidades que deban imputarse a la amortización de la adquisición de la concesión, en la proporción establecida en el decreto o contrato que otorgó la concesión. Si la cesión se hubiere efectuado antes del término de la construcción de la obra respectiva, la base imponible será equivalente a los ingresos mensuales obtenidos por la explotación de la concesión, deducidas las cantidades que deban imputarse a la construcción de la obra y al valor de adquisición de la concesión, según la misma proporción señalada anteriormente.".



			2. Intercálase en el artículo 55, el siguiente inciso tercero, pasando a ser incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:



			"Cuando se trate de los contratos indicados en el inciso segundo de la letra c) del artículo 16, la factura deberá emitirse por cada estado de avance o pago que deba presentar el concesionario original o el concesionario por cesión, en los períodos que se señalen en el decreto o contrato que otorgue la concesión respectiva. Respecto de los servicios de conservación, reparación y explotación de obras de uso público a que hace referencia la letra h) del artículo 16, la factura correspondiente deberá emitirse dentro del mes en el cual el concesionario perciba los ingresos provenientes de la explotación de las obras.".





			ARTICULO 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974: 





			1. Agréganse en el artículo 15, los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, nuevos:



			"Tratándose de los contratos de construcción de obras de uso público cuyo precio se pague con la concesión temporal de la explotación de la obra, el ingreso respectivo se entenderá devengado en el ejercicio en que se inicie su explotación y será equivalente al costo de construcción de la misma, representado por las partidas y desembolsos que digan relación a la construcción de ella, tales como mano de obra, materiales, utilización de servicios, gastos financieros y subcontratación por administración o suma alzada de la construcción de la totalidad o parte de la obra.



			Si la construcción la realiza el concesionario por cesión, el ingreso respectivo se entenderá devengado en el ejercicio señalado en el inciso anterior y será equivalente al costo de construcción en que efectivamente hubiere incurrido el cesionario. A dicho costo deberá adicionarse el valor de adquisición de la concesión.



			El ingreso bruto por concepto de los servicios de conservación, reparación y explotación de la obra dada en concesión se entenderá devengado en la fecha de su percepción y será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo de construcción de la obra, descontados los eventuales subsidios estatales, por el número de meses que medie entre la puesta en servicio de la obra y el término de la concesión, multiplicada por el número de meses del ejercicio respectivo. Dicho plazo podrá, alternativamente y a elección del concesionario, ser reducido a un tercio. No se considerará ingreso el subsidio pagado por el concedente al concesionario original o al concesionario por cesión, como aporte a la construcción de la obra. No obstante, dicho ingreso deberá documentarse en la forma que señale el Director del Servicio de Impuestos Internos.



			En el caso de que los servicios señalados en el inciso anterior sean prestados por el concesionario por cesión, el ingreso bruto se entenderá devengado en la fecha de su percepción. Dicho ingreso será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el valor de adquisición de la concesión de explotación por el número de meses que medie entre la fecha de cesión de la concesión y el término de ésta, multiplicada por el número de meses del ejercicio respectivo. Dicho plazo podrá, alternativamente y a elección del concesionario, ser reducido a un tercio.



			Si la concesión hubiere sido adquirida por cesión antes del término de la construcción, el ingreso por los servicios de conservación, reparación y explotación será equivalente a la diferencia que resulte de restar al ingreso total anual percibido por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo total de la obra por el número de meses que medie entre la fecha de la puesta en servicio de la obra y el término de la concesión, multiplicada por el número de meses del ejercicio respectivo. Dicho plazo podrá, alternativamente y a elección del concesionario, ser reducido a un tercio. Para estos efectos, el costo total de la obra será equivalente al costo de construcción en que efectivamente hubiere incurrido el concesionario por cesión más el valor de adquisición de la concesión de explotación.".





			2. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 29:



			"El ingreso bruto de los servicios de conservación, reparación y explotación de una obra de uso público entregada en concesión, será equivalente a la diferencia que resulte de restar del ingreso total mensual percibido por el concesionario por concepto de la explotación de la concesión, la cantidad que resulte de dividir el costo total de la obra, por el número de meses que comprenda la explotación efectiva de la concesión o, alternativamente, a elección del concesionario, por un tercio de este plazo. En el caso del concesionario por cesión, el costo total a dividir en los mismos plazos anteriores, será equivalente al costo de la obra en que él haya incurrido efectivamente más el valor de adquisición de la concesión. Si se prorroga el plazo de la concesión antes del término del período originalmente concedido, se considerará el nuevo plazo para los efectos de determinar el costo señalado precedentemente, por aquella parte del valor de la obra que reste a la fecha de la prórroga. De igual forma, si el concesionario original o el concesionario por cesión asume la obligación de construir una obra adicional, se sumará el valor de ésta al valor residual de la obra originalmente construida para determinar dicho costo. Para los efectos de lo dispuesto en este inciso, deberán descontarse del costo los eventuales subsidios estatales y actualizarse de conformidad al artículo 41, número 7.".





			3. Intercálase en el artículo 30, el siguiente inciso quinto, pasando a ser inciso sexto el actual inciso quinto:



			"En los contratos de construcción de una obra de uso público a que se refiere el artículo 15, el costo representado por el valor total de la obra, en los términos señalados en los incisos sexto y séptimo del referido artículo, deberá deducirse en el ejercicio en que se inicie la explotación de la obra.".





			4. Sustitúyese el inciso final del artículo 84, por el siguiente:



			"Para los fines indicados en este artículo, no formarán parte de los ingresos brutos el reajuste de los pagos provisionales contemplados en el Párrafo 3° de este Título, las rentas de fuente extranjera a que se refieren las letras A y B del artículo 41 A y el ingreso bruto a que se refiere el inciso sexto del artículo 15.".



			ARTICULO 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso primero del número 1) del artículo 84 del decreto con fuerza de ley Nº 252, de 1960, Ley General de Bancos:



			a) Colócase un punto seguido (.) después del término "exportaciones" y  sustitúyese la expresión "o a" que la sigue, por la frase "Tratándose de", y



			b) Agrégase, a continuación de la expresión "Ministerio de Obras Públicas", la primera vez que aparece, lo siguiente: "el límite será del 15%".



			ARTICULO 5º.- Facúltase al Presidente de la República para dictar un decreto supremo que contenga el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, con las modificaciones introducidas por la ley Nº 19.252 y por el presente cuerpo legal.



ARTICULOS transitorios



			Artículo 1º.- Las sociedades concesionarias con su contrato de concesión de obra pública  perfeccionado en la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial podrán, dentro del plazo de los tres meses siguientes, optar por la aplicación de las normas de esta ley a sus respectivos contratos. Aquellas que no lo solicitaren, seguirán regidas por las normas legales vigentes en la fecha de licitación y del perfeccionamiento de dicho contrato de concesión.



			Los adjudicatarios de obras ya licitadas en la fecha de la publicación de esta ley cuyo contrato no se hubiese perfeccionado y los licitantes de obras en proceso de licitación que resulten adjudicados, podrán ejercer el mismo derecho, en el plazo de los tres meses siguientes al perfeccionamiento de su contrato.



			Cuando las sociedades concesionarias o los adjudicatarios opten por acogerse a las normas modificatorias de esta ley según lo dispuesto en los incisos anteriores, el Ministerio de Obras Públicas dictará, sin más trámites, un decreto modificatorio del de adjudicación en que dejará constancia del cambio en el régimen legal de dicho contrato.



			Artículo 2º.- Los contribuyentes que, en la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren celebrado contratos de construcción, mantención y reparación de una obra de uso público cuyo precio consista en la entrega en concesión de la obra respectiva, seguirán sujetos a las normas tributarias vigentes en la fecha de adjudicación de tales contratos. Sin perjuicio de lo anterior, dichos contribuyentes podrán optar, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, por acogerse al régimen tributario que se establece, respecto de sus contratos, en la ley sobre Impuesto a la Renta y en el decreto ley N° 825, de 1974. Para este efecto, deberán comunicar dicha opción por escrito a la Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos correspondiente. Se aplicará el régimen señalado, en lo relativo al impuesto a las ventas y servicios, a contar del mes siguiente a aquel en que se dé la comunicación por la remuneración que el contribuyente perciba desde esa fecha, y a contar del 1º de enero del mismo año en que se entregue la comunicación, respecto de los impuestos establecidos en la ley sobre Impuesto a la Renta por los ingresos que el contribuyente devengue o perciba desde dicha fecha.".



			Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, los particulares indicados en los incisos primero y segundo de dicho artículo, requerirán de la autorización del Ministerio de Obras Públicas para convenir el monto del pago a que hace referencia el artículo 40, introducido por el número 13 del artículo 1º de la presente ley.".

- - - - - - - - 

			Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 6 de Diciembre de 1995, con la asistencia de los HH. Senadores señores Errázuriz (Presidente), Martin (Feliú), Siebert (Feliú). 



			Sala de la Comisión, a 11 de Diciembre de 1995.























ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Secretario Abogado de Comisiones
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